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PROYECTO DE CONSTITUCIÓN PARA LOS 
ESTADOS UNIDOS DE COLOMBL\ 
En el nombre de Dios Nuestro Señor Padre, Hi-
jo y Espíritu Santo, Creador y Conservador del 
Universo, cuya Providencia vela por el bien de los 
individuos y de los pueblos. 
Nosotros los Delegatarios de los nueve Estados 
de Colombia, nombrados por sus respectivos Go-
biernos, en virtud del decreto del Poder Ejecutivo 
de la Unión de fecha 10 de septiembre último, 
CONSIDERANDO: 
Primero: que es preciso reconstituir la Repúbli-
ca, por cuanto ha venido a completa desorganiza-
ción por efecto: de la insuficiencia de las institu-
ciones que la regían para conservar su orden inte-
rior; de los obstáculos que ellas mismas presenta-
ban para su reforma; de las muchas leyes y prác-
ticas con que, violando sus disposiciones funda-
mentales, se había pretendido remover aquellos 
obstáculos, y de la guerra de rebelión que acaba 
de terminar, durante la cual han quedado ellas 
anuladas de hecho; 
Segundo: que es indispensable satisfacer la aspi-
ración general en los pueblos de hacer más perfec-
ta la unión de los Estados a fin de reducir los gas-
tos públicos y restablecer el crédito de la Nación, 
sin lo cual no podrá levantarse de su actual pos-
tración económica; afirmar la quietud doméstica, 
proveer a la defensa común y a la recta administra-
ción de justicia, que son el verdadero objeto de los 
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Gobiernos, y promover, en fin, el bienestar gene-
ral, y asegurar a todos los colombianos de la pre-
sente y de las futuras generaciones los medios de 
cumplir sin restricciones arbitrarias sus deberes na-
turales para con Dios, para con la sociedad, para 
con los demás hombres y para consigo mismo, que 
es en lo que consiste la libertad, y 
Tercero: que la evidencia de estas consideracio-
nes ha determinado, por una parte, al Poder Eje-
cutivo Nacional a promover la reunión de este 
Consejo de Delegatarios para deliberar sobre los 
términos en que deberá procederse a la reforma 
de la Constitución, y por otra, a los Gobiernos de 
los nueve Estados a coadyuvar a tan justo propó-
sito, nombrando inmediatamente sus respectivos 
Delegatarios, 
Hemos acordado el siguiente pacto provisional, 
que será sometido a la aprobación de los padres de 
familia en los nueve Estados de la Unión, y si él 
satisface sus aspiraciones quede adoptado como 
C O N S T I T U C I Ó N DE LOS ESTADOS UNIDOS 
DE COLOMBIA. 
CAPITULO I 
De la Nación 
SECCIÓN I? 
Del territorio 
Art. 19—Los Estados de Antioquia, Bolívar, bo-
yacá. Cauca, Cundinamarca, Magdalena, Panam:í, 
Santander y Tolima, creados respectivamente por 
los Actos de 27 de febrero de 1855, 11 de julio de 
1856, 13 de mayo de 1857, 15 de junio del mismo 
año, 12 de abril y 3 de septiembre de 1851, por los 
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límites que en dichos actos le fueron asignados (a), 
se unen a perpetuidad en los términos del presen-
te Pacto, para la común utilidad de sus pueblos; 
constituyen, con el nombre de Estados Unidos de 
Colombia, una Nación que no depende de ningu-
na otra, que no será nunca patrimonio de ningu-
na familia ni persona, y que atiende al manteni-
miento de su orden interior, a su seguridad exte-
rior, y a la conservación de su libertad por medio 
de sus propias leyes y magistrados. 
Art. 29—Los límites de los Estados Unidos de 
Colombia, son los mismos que en el año de 1810 
dividían el territorio del Virreinato de Nueva Gra-
nada, de las Capitanías Generales de Venezuela y 
Guatemala y de las posesiones portuguesas del Bra-
sil: por la parte meridional son provisionalmente 
(a) Si todos los Delegatarios se creyeran autorizados para en-
trar en un convenio sobre modificación de los actuales límites, 
convendría reducir a Cundinamarca al territorio de San Martín 
y la hoya del Funza, limitándolo en las ritieras del Magdalena 
por Río Seco y Pagüei. 
Este Estado tal como está, es muy grande para distrito fe-
deral. El resto debería darse al Tolima y a Boyacá. Este debe-
ría ceder a Santander el cantón de Moniquirá; y Santander al 
Magdalena el cantón de Ocaña. A su vez el Tolima debería ce-
der al Cauca la antigua provincia de Neiva, o parte de ella 
hasta el Cabrera, y el Cauca a Antioquia la región inferior de 
la banda oriental del Atrato. Fortificado así el Tolima y An-
tioquia. podrían contrapesar al Cauca, el cual a cambio de ad-
tiuirir a Neiva, aceptaría gustoso el recorte de su autoridad co-
mo Estado Solierano. Adem,is, haciendo de Panamá un Estado 
dependiente del Gobierno general, el poder del Cauca queda-
ría contrapesado sin debilitarlo. Con tales modificaciones el 
Tolima vendría a ser un Estado radical; pero sería fácil mante-
nerlo en su deber por quedar colocado entre el Cauca, Antio-
quia y Cundinamarca. -además, podrían hacerse a Honda, El 
Banco y Barranquilla distritos militares dependientes del Go-
bierno general. 
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los designados en el tratado concluido con el Go-
bierno del Ecuador el 9 de junio de 1855 y los de-
más que los separan de aquella República y de 
la del Perú. 
§. Estos límites en los puntos dudosos pueden 
ser aclarados o determinados mediante transaccio-
nes con los Gobiernos de las naciones limítrofes. 
Art. 39—Harán también parte de la Nación co-
lombiana los Estados en que se dividan conforme 
al artículo que sigue, alguno o algunos de los que 
hoy la constituyen, y los que, siendo del todo in-
dependientes, quieran agregarse a la Unión por 
tratados debidamente concluidos. 
Art. 49—La ley federal puede decretar la crea-
ción de nuevos Estados, desmembrando la pobla-
ción y el territorio de los existentes cuando esto 
sea solicitado por la legislatura o las legislaturas 
del Estado o de los Estados de cuyo territorio de-
ba formarse el nuevo Estado; con tal que cada uno 
de los de nueva creación tenga cien mil habitan-
tes, por lo menos, y que aquellos de que fueran 
segregados no queden con menos de ciento cin-
cuenta mil. 
§. Los límites de los Estados reconocidos en el 
artículo 19 no podrán alterarse ni variarse, sino de 
acuerdo y por consentimiento de los Estados inte-
resados en ello y con acuerdo del Gobierno ge-
neral. 
Art. 59—La ciudad de Bogotá continuará sien-
do capital de la Unión. 
SECCIÓN 2? 
Nacionales, extranjeros j ciudadanos. 
Art. 69—Los colombianos lo son por nacimien-
to o por naturalización. 
Art. 79—Son colombianos por nacimiento: 
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Primero: Todas las personas nacidas o que naz-
can en el territorio de los Estados Unidos de Co-
lombia aunque sea de padres extranjeros o tran-
seúntes, si vinieran a domiciliarse en el país, y 
Segundo: Los hijos de padre o madre colombia-
nos, hayan o no nacido en el territorio de los Esta-
dos Unidos de Colombia, si en el último caso vi-
nieren a domiciliarse en éste. 
§. La calidad de colombiano de nacimiento es 
irrenunciable. Los que habiendo nacido en el te-
rritorio de Colombia se naturalizaren en país ex-
tranjero perderán sus derechos de colombianos, pe-
ro no se descargarán de los deberes que, como a 
tales les impone la naturaleza. 
Art. 89—Son colombianos por naturalización: 
Primero: Los extranjeros que hayan obtenido 
carta de naturaleza, y 
Segundo: Los nacidos en cualquiera de las Re-
públicas hispanoamericanas, siempre que hayan fi-
jado su residencia en el territorio de la Unión de-
clarado ante la autoridad competente que quieren 
ser colombianos y permanecido en el país por más 
de cinco años (n). 
§. Pierden el carácter de colombianos por natu-
ralización los que fijen su domicilio y adquieran 
nacionalidad en país extranjero. 
Art. 99—Son ciudadanos de Colombia, tienen 
como tales derecho de sufragar en las elecciones 
populares y pueden ser llamados a los puestos pú-
blicos para cuyo desempeño no exija la ley otras 
condiciones, todos los colombianos varones que 
(n) Sería talvez conveniente no hacer esta concesión especial 
a las Repúblicas hispanoamericanas, pues puede ser peligrosa. 
La he conservado, aunque modificada, por hallarla en la actual 
Conslitución y no haber sido nunca impugnada. 
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hayan cumplido 25 años, o que sean casados y ma-
yores de 21 (b). 
Art. 10.—El colombiano que haya sido una vez 
inscrito como ciudadano en el registro cívico, no 
perderá esta condición, y continuará gozando per-
petuamente de los derechos y distinciones que la 
Constitución y las leyes le concedan (c), a no ser 
en los casos siguientes: 
Primero: Por haber sido condenado en juicio a 
pena corporal o infamante. 
Segundo: Por vender su sufragio o voto o com-
prar el de otro en cualquiera de las elecciones pres-
critas por esta Constitución o por la ley, y 
Tercero: Por naturalizarse en país extranjero. 
Art. 11.—El ejercicio de los derechos de ciuda-
dano se suspende: 
19—En los cjue tengan causa criminal abierta 
por delito a que pueda imponerse pena corporal 
o infamante. 
29—En los deudores de plazo cumplido a la Ha-
cienda Nacional, a la del Estado de su residencia, 
o a cualquiera otros fondos públicos. 
39—En los que se hallen en estado de enajena-
ción mental. 
49—En los que por cualquier motivo se hallen 
en interdicción judicial. 
(b) La Constitución de 1843, consecuente con los buenos prin-
cipios, exigía para ser ciudadano tener un capital de 240 pesos 
o una renta anual de 120; pero si hoy se exigiera lo mismo, 
chocaría talvez con las ideas recibidas. Esto se corregirá en par-
te exigiendo esa y otras condiciones a los electores. 
(c) Para hacer estimable la condición de ciudadano, conviene 
conceder algunos privilegios a los que la obtengan, tales como 
declarar sin juramento, ser atendidos en las oficinas y juzga-
dos con preferencia a los demás nacionales, etc. 
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SECCIÓN 3? 
Bienes y caigas de la ViiUm. 
Art. 12.—Los Estados Unidos de Colombia re-
conocen como propias las deudas interior y exte-
rior reconocidas por los diversos gobiernos que 
han regido en el país desde su emancipación y se 
comprometen a la amortización de ellas y al pago 
de sus intereses. 
Art. 13.—Igualmente reconocen los Estados Uni-
dos de Colombia, los créditos provenientes de em-
préstitos, suministros, expropiaciones, sueldos y 
pensiones y la obligación de indemnizar los per-
juicios causados por decretos y resoluciones sobre 
embargo y confiscación de bienes raíces dictados 
por los gobernantes desde 1860 hasta el presente. 
La fe pública de la Nación queda empeñada a la 
cancelación de dichos créditos. 
Art. 14.—Los bienes, derechos y acciones, las 
rentas y contribuciones, que pertenecieron por 
cualquier título al Gobierno de la Confederación 
Granadina, a los Estados Unidos de Nueva Gra-
nada y últ imamente a los Estados Unidos de Co-
lombia, corresponden al Gobierno que con el mis-
mo nombre se organiza por el presente Pacto, con 
las alteraciones hechas o que se hagan por actos 
legislativos especiales. 
§. Las tierras baldías de la Nación hipotecadas 
para el pago de la deuda pública, no podrán apli-
carse sino a este objeto, o cederse a nuevos pobla-
dores o darse como compensación y auxilio a las 
empresas para la apertura de nuevas vías de co-
municación. 
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SECCIÓN 4? 
Derechos individuales. 
Art. 15.—Tanto el Gobierno de la Unión, como 
los Gobiernos de los Estados, en la parte que les 
corresponda, harán efectivos por los medios esta-
blecidos en este Pacto y las leyes, los derechos que 
aquí se reconocen a lodos los colombianos. 
Art. 16.—Ningún colombiano será condenado 
por comisiones o tribunales extraordinarios ni 
obligado a comparecer en juicio sino ante los tri-
bunales y juzgados competentes, establecidos con-
forme a esta Constitución, ni penado sin ser oído 
y vencido en juicio y con pena señalada al hecho 
porque se le juzga por ley anterior al mismo he-
cho. 
Art. 17.—Ningún colombiano podrá ser arres-
tado, detenido, ni reducido a prisión sino por la 
autoridad, en el modo y formas prevenidos por 
la ley y en virtud de hechos determinados por le-
yes preexistentes. 
§. Cuando por violencia privada o por disposi-
ción de la autoridad política o militar o de otro 
empleado público sea privado un colombiano de 
su libertad con violación del presente artículo, la 
autoridad judicial le devolverá al goce de ella por 
pronta providencia dictada con vista de la prueba 
del atentado en procedimiento breve y sumario, 
a solicitud del interesado, del Ministerio Público, 
del agente del Poder Cooperativo o de cualquier 
ciudadano. 
Art. 18.—Ningún colombiano será obligado a 
dar testimonio en causa criminal contra sí mismo, 
ni contra su consorte, su ascendiente, su descen-
diente, ni su hermano. 
Art. 19.—La casa de ningún colombiano será 
allanada, ni su correspondencia y papeles intercep-
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lados o registrados sino por la autoridad en los ca-
sos y con las formalidades prescritas por la ley. 
Art. 20.—No se impone en los Estados Unidos 
de Colombia la pena de muerte por delitos políti-
cos; pero el delito político no excusa ni disculpa 
los delitos comunes extraños al objeto de la gue-
rra cometidos por los beligerantes, ni los actos de 
hostilidad condenados hoy por el derecho de gen-
tes tal como se observa en los pueblos cultos. 
Art. 21.—Ningún delito será castigado en los 
Estados Unidos de Colombia con la pena de con-
fiscación; pero esta disposición no comprende los 
comisos ni tampoco las multas que las leyes esta-
blecen como pena por algunos delitos ni las que 
ellas mismas permiten exigir por vía de apremio. 
Art. 22.—A excepción de las contribuciones ge-
nerales establecidas por la ley, ningún colombia-
no será privado, ni de la menor porción de su pro-
piedad para destinarla a usos públicos sin su libre 
consentimiento. Cuando circunstancias extraordi-
narias, de aquellas en que el individuo está por la 
ley natural en el deber de sacrificar su propiedad 
o permitir que se sacrifique para salvar la sociedad 
o evitarle graves males, la ley podrá permitir que 
la autoridad civil o militar a quien corresponda 
según el caso, ordene la expropiación, con las for-
malidades debidas para que el perjudicado sea pa-
gado del valor de la cosa expropiada si fuere posi-
ble previamente y si no indemnizarlo con poste-
rioridad de dicho valor y de sus intereses. 
Art. 23.—Para los casos extraordinarios de gue-
rra interior o exterior, en los cuales no basten pa-
ra los gastos públicos los recursos ordinarios del 
Tesoro ni de su crédito, la ley autorizará una con-
tribución general que se distribuya en proporción 
a las rentas de los contribuyentes sin afectar los ca-
pitales. 
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§. En todo caso de despojo violento de la propie-
dad mueble o inmueble causado por la autoridad 
política o militar, la autoridad judicial, a solici-
tud comprobada del interesado, debe ordenar la 
devolución inmediata del objeto usurpado. 
Art. 24.—Ningún colombiano podrá ser someti-
do a impuesto o contribución de dinero, servicio 
o especie que no sean generales a toda la Nación 
o al Estado que la impone; esto es, que grave a 
unos y exima a otros, o que grave con desigualdad 
a los que se hallen en unas mismas condiciones; 
pues es prohibido conceder privilegios o distincio-
nes legales que cedan en puro favor o beneficio 
de los agraciados, e imponer obligaciones especia-
les que hagan a los individuos a ellas sujetos de 
peor condición que los demás. 
Art. 25.—Todos los colombianos tienen derecho 
de ejercer cualquier industria legítima sin más res-
tricciones que las siguientes: 19 no embarazar las 
vías públicas; 29 no atacar la salubridad, y 39 no 
usurpar la industria cuya propiedad hayan garan-
tizado temporalmente las leyes a los autores de in-
ventos útiles, ni las que se reserven la Unión o 
los Estados como arbitrios rentísticos. 
Art. 26.—En ningún caso podrá exigirse a los 
colombianos impuesto ni contribución que no se 
haya incluido en el Presupuesto de rentas vigente. 
Art. 27.—Ninguna contribución indirecta empe-
zará a cobrarse en Colombia sino un año después 
de promulgada la ley que la establece. 
Art. 28.—Es permitido a todo colombiano viajar 
en tiempo de paz y de salubridad por el territorio 
de la Unión y salir de él sin necesidad de pasapor-
te ni permiso de autoridad alguna, siempre cjue 
la autoridad judicial no haya decretado el arraigo 
del individuo que intenta viajar. En tiempo de 
guerra el Gobierno podrá exigir la formalidad de 
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un pasaporte a los individuos que viajan por los 
lugares que sean teatros de operaciones militaies 
o negarlo si lo creyere conveniente, y en épocas de 
epidemia puede detener temporalmente a los via-
jeros para impedir que se extienda el contagio. 
Art. 29.—Gozan los colombianos del derecho de 
asociarse sin armas temporal o perpetuamente para 
objetos políticos, religiosos, mercantiles, industria-
les y científicos, con tal que no estén prohibidos 
por la ley, que consten en la escritura o estatutos 
de la asociación y que las reuniones de ésta no sean 
clandestinas; pero son prohibidas las sociedades en 
que se oculte el fin que se proponen o en que 
se exija a los asociados juramento o promesa de 
obediencia incondicional a las resoluciones u ór-
denes de la sociedad o de sus directores. 
§. Las asociaciones legalmente organizadas y re-
conocidas gozan de los mismos derechos civiles que 
los individuos como personas civiles. 
Art. 30.—La Religión Católica es el fundamen-
to moral de la educación en los colegios y escuelas 
que costeen la Nación o los Estados; pero serán ex-
cusados de concurrir a la enseñanza religiosa en di-
chos establecimientos a solicitud de sus padres o 
guardadores, los alumnos que pertenezcan a otra 
comunión religiosa tolerada en el país. En los es-
tablecimientos no costeados por rentas públicas 
tienen sus directores facultad de dar enseñanza 
conforme a las creencias de las comuniones tolera-
das a que pertenezcan. 
Art. 31.—Todos los colombianos tienen libertad 
de reclamar sus derechos ante los depositarios de la 
autoridad pública y de representar por escrito al 
Congreso o al Poder Ejecutivo cuanto consideren 
conveniente al bien público; pero ningún indivi-
duo ni asociación particular podrá hacer peticio-
nes a las autoridades en nombre del pueblo, ni me-
nos arrogarse la calificación de pueblo. 
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Art. 32.—Los colombianos naturales o vecinos 
de un Estado, gozarán en los otros de los mismos 
derechos políticos y civiles que los colombianos 
oriundos o vecinos de ellos, bajo las mismas con-
diciones impuestas a los últimos. 
Art. 33.—Los extranjeros que se hallen en el te-
rritorio de Colombia o que vengan a él gozarán 
de los mismos derechos civiles y garantías que los 
nacionales, debiendo estar siempre como ellos so-
metidos a las leyes y autoridades del país; y toda 
concesión de derecho en materia civil o de garan-
tías hecha por las leyes o por tratados públicos a 
los extranjeros en general o a los de un país en par-
ticular se entenderá hecha a todos los colombianos 
que se hallen en las mismas condiciones. 
Art. 34.—La ley en Colombia dispone para lo 
futuro y no puede cambiar el derecho con relación 
a hechos cumplidos que han producido sus efec-
tos; sin embargo, cuando con perjuicio de la socie-
dad y en provecho de pocos haya ella autorizado 
hechos o concedido derechos contra la justicia na-
tural y la moral que la Nación profesa, puede mu-
dar el derecho respecto de esos hechos indemni-
zando cuando esto sea posible, a los pocos a quie-
nes perjudique, para reparar el perjuicio general. 
Art. 35.—Las disposiciones de este Pacto serán 
aplicadas por los juzgados y tribunales con prefe-
rencia a toda otra ley anterior o posterior a él, ex-
cepto las que tengan por objeto reformarlo y ha-
yan sido expedidas de conformidad con el artícu-
lo 177. 
CAPITULO II 
De la Religión. 
Art. 36.—La regla para juzgar de lo justo y de 
lo injusto, de lo bueno y de lo malo es en Colom-
bia la moral de la religión católica, apostólica, 
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romana, que profesa la generalidad de la Nación; 
en consecuencia, es ella el fundamento de la legis-
lación en la Unión y en los Estados, y son tolera-
das las demás comuniones religiosas profesadas en 
pueblos civilizados y cristianos, que enseñan la 
misma moral. 
Art. 37.—La Iglesia católica y sus congregacio-
nes gozan de personería para la administración y 
manejo de sus rentas y bienes muebles, y de sus 
iglesias, cementerios, seminarios y demás propie-
dades raíces que les pertenezcan. Las demás comu-
niones a que se refiere el artículo anterior, y sus 
congregaciones particulares, que se establezcan y 
organicen en el país, gozarán del mismo derecho 
desde que sean reconocidas por una ley nacional. 
Art. 38.—El Gobierno de la Unión promoverá 
un convenio equitativo con el Soberano Pontífice 
para poner término satisfactorio a las reclamacio-
nes de la Iglesia por los daños que han causado a 
sus bienes y rentas, y a las de beneficencia y cari-
dad, debidas a fundaciones piadosas, varias leyes 
de la Unión. Siendo, además, indispensable al bien-
estar y adelantamiento de la sociedad que obre 
uniforme sobre ella la acción de las dos potesta-
des, dicho convenio se extenderá a fijar reglas se-
gún las cuales se eviten en adelante desacuerdos 
entre ellas en aquellos puntos de derecho civil, po-
licía e instrucción pública en que puedan ocurrir 
colisiones. Pero en ningún caso conviene a la Re-
pública que el Gobierno intervenga en el nombra-
miento de los Arzobispos, Obispos, Curas y demás 
dignidades eclesiásticas, ni que el clero sea direc-
tamente dotado del Tesoro público. 
Art. 39.—Ningún empleado público tomará po-
sesión de su destino, ni ejercerá las funciones que 
le estén atribuidas sin prestar juramento según la 
religión que profese, de defender y sostener la 
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Constitución de los Estados Unidos de Colombia y 
cumplir fiel y exactamente los deberes de su des-
tino. 
Art. 40.—Los ministros del culto no podrán ser 
elegidos ni nombrados para ningún destino políti-
co, judicial, militar ni administrativo, con excep-
ción del de electores, empleados en los estableci-
mientos de instrucción pública, beneficencia y ca-
ridad y los relativos al levantamiento del censo de 
población; pero todos serán reconocidos en el ejer-
cicio de los destinos eclesiásticos que desempeñe! 
en la comunión religiosa a que pertenezcan. 
Art. 41.—Se concede también amnistía e indul-
to a todos los colombianos y extranjeros que des-
de 1860 hasta el presente hayan contraído matri-
monio puramente religioso en aquellos Estados en 
que las leyes no han reconocido como legítimo si-
no el matrimonio civil. En consecuencia, los hijos 
nacidos de tales matrimonios serán reputados le-
gítimos para todos los efectos civiles. 
CAPITULO III 
Del Gobiemo de los Estados Unidos de Colombia. 
SECCIÓN 1? 
Fundamento del Gobiemo 
Art. 42.—El ejercicio de toda autoridad en la 
Nación y en los Estados y el desempeño de todo 
empleo u oficio público, tiene su origen en la elec-
ción popular, esto es, o en el voto de los ciudada-
nos o en el de los electores elegidos por ellos, o en 
el nombramiento hecho por autoridades o corpora-
ciones que tengan ese origen inmediata o media-
tamente. 
Art. 43.—Todos los depositarios de la autoridad 
y demás empleados públicos en la Unión o en los 
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Estados son responsables. Aquellos a quienes no sé 
pueda sin cometer injusticia o desnaturalizar sus 
atribuciones, someter a responsabilidad legal y a 
penas, son responsables moralmente ante la opi-
nión, y los demás responderán de su conducta, por 
sus hechos y omisiones, ante las autoridades y tri-
bunales, establecidos conforme a esta Constitu-
ción; y las leyes organizarán los procedimientos de 
manera que ambas responsabilidades sean pronta 
y fácilmente exigidas. 
Art. 44.—No habrá esclavos en el territorio de 
los Estados Unidos de Colombia, ni tampoco títu-
los, denominaciones, ni condecoraciones de noble-
za, ni menos autoridad ni distinción alguna here-
ditaria. Toda autoridad y oficio público, será con-
ferido al mérito personal, a juicio de los ciudada-
nos o de los electores, o de los empleados que ha-
gan los nombramientos de conformidad con la 
Constitución y las leyes y bajo su responsabilidad. 
Art. 45.—No habrá en Colombia bienes legal-
mente inenajenables. Es prohibida, en consecuen-
cia, la fundación de mayorazgos y de toda clase de 
vinculaciones para perpetuar la propiedad raíz en 
determinadas familias. 
Art. 46.—Ninguna persona que tenga empleo 
público en Colombia aceptará título, empleo, con-
decoración, regalo o gracia alguna de rey, gobier-
no o potencia extranjera sin permiso del Congreso. 
Art. 47.—El Poder Supremo estará dividido pa-
ra su ejercicio en Electoral, Legislativo, Ejecutivo, 
Judicial y Cooperativo y ninguno de ellos ejerce-
rá las atribuciones que conforme a este Pacto co-
rresponden a los otros. 
Art. 48.—El Poder Electoral elige los ciudada-
nos que deben ejercer la autoridad, y está confia-
do en la Nación y en los Estados, a los ciudada-
nos, quienes lo desempeñan directamente o por 
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medio de los electores y de las corporaciones y fun-
cionarios que éstos elijan. 
Art. 49.—Al Poder Legislativo corresponde ex-
pedir las leyes y es ejercido en la Nación por el 
Congreso de los Estados Unidos de Colombia con 
el concurso del Presidente de la Nación. El Con-
greso se compone del Senado y de la Cámara de 
Representantes. En cada Estado dicho poder es 
ejercido por su respectiva legislatura con el con-
curso del Gobernador. La legislatura se compone 
del Consejo Legislativo y de la Sala de Diputados. 
Art. 50.—Al Poder Ejecutivo toca la ejecución 
de las leyes: en la Nación está a cargo del Presi-
dente de la Unión y en cada Estado al del Go-
bernador: ambos lo ejercen por medio de los agen-
tes establecidos respectivamente por la Constitu-
ción y leyes de la Nación y del Estado. 
Art. 51.—El Poder Judicial aplica las leyes de la 
Nación y de los Estados a los casos particulares. Es 
uno solo en toda la Unión y es desempeñado por 
la Corte Suprema, los Tribunales Superiores de los 
Estados y los demás juzgados que la ley nacional 
establezca. 
Art. 52.—El Poder Cooperativo contribuye con 
su inspección y vigilancia al puntual cumplimien-
to de las leyes, y con sus representaciones y adver-
tencias a la más provechosa aplicación de ellas. En 
la Nación desempeña este Poder el Cooperario, y 
en cada uno de los Estados, el Veedor, los Inspec-
tores en los circuitos y los agentes cooperadores en 
los distritos. 
SECCIÓN 2? 
Negocios de la competencia del Gobiemo general. 
Art. 53.—Son de la competencia exclusiva del 
Gobierno general, los objetos siguientes: 
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19 La organización y reforma del Gobierno de 
la Unión; 
29 La organización de los Tribunales y Juzga-
dos; 
39 El régimen electoral, con excepción de lo co-
rrespondiente a las elecciones de carácter puramen-
te municipal; 
49 Las relaciones de la Unión con las demás na-
ciones; 
59 La defensa exterior del país con el derecho de 
declarar y dirigir la guerra y hacer la paz; 
69 El orden y tranquilidad interior de la Unión 
y de los Estados; 
79 La organización, dirección y sostenimiento de 
la fuerza pública, compuesta del ejército peiina-
nente y de la Reserva Nacional sin perjuicio de 
que los Estados organicen resguardos municipales 
de policía para seguridad de los campos y ciudades; 
89 Crédito público de la Nación; 
99 La creación y organización de las rentas de la 
Unión y su aplicación al servicia nacional; 
109 La creación y admisión de nuevos Estados 
conforme a lo dispuesto en los artículos 39 y 49; 
119—»La decisión de las cuestiones y diferencias 
que ocurran entre los Estados; 
129 La determinación de la ley, tipo, forma y de-
nominación de las monedas y el arreglo de los pe-
sos, pesas y medidas oficiales; 
139 Todo lo concerniente a la legislación marí-
tima y a la del comercio interior y costanero; 
149 El mantenimiento de la libertad del comer-
cio entre los Estados; 
159 El Gobierno y la administración de las forta-
lezas, puertos marítimos, fluviales y secos en las 
fronteras, y la de los arsenales, diques y demás es-
tablecimientos públicos y bienes pertenecientes a 
la Unión; 
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169 La legislación civil, excepto la relativa a mi-
nas, pero hasta tanto que se cumpla con lo dis-
puesto en el artículo 54 de este Pacto, conservarán 
los Estados la legislación civil que hoy tienen; 
179 La legislación penal y los establecimientos 
de castigo, con excepción de la parte que corres-
ponde por el artículo 55 a los Estados para el efec-
to de hacer efectivo el cumplimiento de sus leyes; 
189 El censo general de la población para los 
efectos del servicio nacional; 
199 Las vías interoceánicas que hoy existen y las 
que se abran por los Estados de Panamá y el 
Cauca; 
209 La demarcación territorial relativa a los lí-
mites de la Unión con las naciones extranjeras; 
219 La nacionalización de extranjeros; 
229 La navegación de los ríos que pasen del te-
rritorio de la Unión al de alguna nación limítrofe 
y la de los que bañan el territorio de más de un 
Estado en la parte en que sirvan de canal de co-
municación entre dichos Estados; 
239 La designación del pabellón y escudo de ar-
mas de la Unión; 
249 La comunicación telegráfica; 
259 La legislación sobre Bancos y la inspección 
de los establecidos y que se establezcan en el país, 
a fin de garantizar a los ciudadanos la solvencia de 
ellos y la honradez de sus operaciones; 
269 La organización y mantenimiento de la Uni-
versidad Nacional y de las escuelas militares. 
Art. 54.—El Poder Ejecutivo dispondrá la reu-
nión de una conferencia de nueve jurisconsultos 
nombrados por los nueve Gobiernos de los Esta-
dos para que acuerden los términos en que pueda 
uniformarse la legislación civil de la Unión, de 
manera que la reforma no hiera derechos adquiri-
dos ni justas esperanzas concebidas, y dará cuenta 
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al próximo Congreso. En todo caso el nuevo Có-
digo empezará a regir después de transcurrido el 
tiempo que prudentemente se fije. 
SECCIÓN 3? 
Facultades y deberes de los Estados. 
Art. 55.—Todos los objetos que no están atri-
buidos por este Pacto al Gobierno general son de 
competencia de los Estados, los cuales pueden, 
además, para obligar al cumplimiento de sus leyes 
en las materias de su exclusiva competencia, esta-
blecer las penas de prisión, arresto y multa y el co-
miso de los efectos en que consista el contrabando 
a sus rentas. Los Juzgados y Tribunales aplicarán 
las leyes del Estado a los casos que ocurran. 
Art. 56.—Los Estados organizarán su Gobierno 
particular de conformidad con las bases fijadas eñ 
este Pacto. 
Art. 57.—Las autoridades de cada uno de los 
Estados tienen el deber de cumplir y hacer que se 
cumplan y ejecuten en él la Constitución y las le-
yes de la Unión, los decretos y órdenes del Presi-
dente de ella y los mandamientos de los tribuna-
les y juzgados. 
§. En cada uno de los Estados se da entera fe y 
crédito a los registros, actos, sentencias y procedi-
mientos judiciales de los otros Estados. 
Art. 58.—Es prohibido al Gobierno de los Es-
tados: 
19 Celebrar con potencias extranjeras tratados 
ni convenios. 
29 Intervenir en asuntos religiosos. 
39 Permitir o autorizar de cualquier manera la 
esclavitud. 
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49 Imponer contribuciones sobre el comercio ex-
terior sea de importación o exportación. 
59 Legislar durante el término de la concesión 
sobre los objetos a que se refieran los privilegios 
o derechos exclusivos concedidos a compañías o 
particulares por el Gobierno de la Unión de una 
manera contraria a los términos en que hayan sido 
concedidas. 
69 Imponer deberes a las corporaciones o fun-
cionarios públicos nacionales. 
79 Usar otro pabellón ni otro escudo de armas 
que los nacionales. 
89 Imponer contribuciones sobre los efectos que 
deban consumirse en otro Estado. 
99 Gravar con impuestos los objetos y propieda-
des de la Unión. 
109 Sujetar a los vecinos de otro Estado o sus 
propiedades a otros gravámenes que los que pesen 
sobre los vecinos y propiedades del mismo Esta-
do; y 
119 Imponer ni cobrar derechos o contribucio-
nes sobre productos o efectos que estén gravados 
con derechos nacionales o monopolizados por la 
Unión, a no ser que se den al consumo. 
Art. 59.—Es deber de los Estados organizar el ré-
gimen municipal sobre las bases siguientes: 
P En cada comarca cuyos pueblos estén social 
y comercialmente relacionados, tanto la población 
principal de la comarca como cada uno de los pue-
blos, tendrán rentas propias y suficientes para aten-
der a sus necesidades respectivas. 
2^  La elección y nombramiento de los emplea-
dos municipales que deban administrar dichas ren-
tas y atender a las expresadas necesidades, se hará 
de manera que recaigan en vecinos interesados en 
el bienestar de la sección y que reúnan condicio-
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nes que garanticen su aptitud, honradez y respon-
sabilidad (x). 
3* Los empleados municipales no tendrán nin-
guna ingerencia constitucional ni legal en los ne-
gocios políticos del Estado y estarán sometidos a 
responsabilidad por sus hechos u omisiones ante 
los juzgados y tribunales. Los pueblos o caseríos 
distantes de las demás poblaciones pueden regirse 
por leyes especiales. 
Art. 60.—Los empleados nacionales estarán 
exentos de todo servicio forzoso y de toda contri-
bución personal que establezcan las leyes de los 
Estados. Las propiedades y la renta procedente de 
su industria, podrán ser gravadas por dichas leyes 
en la misma proporción que las propiedades o las 
rentas de los demás ciudadanos; pero no podrá exi-
gírseles contribución por razón del sueldo que per-
ciban del Tesoro de la Unión. Tampoco podrán 
ser reducidos a prisión por motivo criminal sin 
que previamente hayan sido suspendidos de sus 
destinos conforme a las leyes. 
Art. 61.—Los actos legislativos de los Estados 
que sean contrarios a la Constitución o a las leyes 
de la Unión, pueden ser denunciados como nulos 
(x) Las municipalidades como cuerpos administrativos nunca 
hacen nada entre nosotros, sino impedir que se haga; y como 
son irresponsables de hecho o de derecho, vienen a ser un estor-
Ix) y nada más. Para que su responsabilidad fuera efectiva, con-
vendría que siempre recayera sobre un solo individuo. Podría 
disponerse que cada cantón tuviera unos cinco o siete regidores; 
que cada uno de ellos estuviera especialmente encargado de un 
departamento administrativo, siendo como un Secretario del 
Jefe ejecutivo del cantón, y que presididos por éste, constitu-
yeran una junta para el efecto de dictar ordenanzas en ejecu-
ción de las leyes, formar los presupuestos y examinar las cuen-
tas, etc. En los distritos podía hacerse una organización seme-
jante. 
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por el Ministerio Público, por el Veedor o por 
cualquier ciudadano ante el Tr ibunal Superior del 
Estado, quien decide con vista del denuncio y del 
informe del Gobierno del Estado. Del fallo del 
Tr ibuna l hay apelación a la Corte Suprema fede-
ral. Si ésta decide de conformidad con el tribu-
nal, su resolución es definitiva y sirve de regla pa-
ra fallar en casos iguales posteriores; mas en caso 
contrario hay recurso del Congreso. 
SECCIÓN 3? 
Negocios comunes al Gobiemo de la Unión y al de los Estados. 
Art. 62.—Son de la competencia, aunque no ex-
clusiva del Gobierno de la Unión los objetos si-
guientes: 
19 El fomento de la instrucción pública prima-
ria y secundaria; pero su organización y dirección 
corresponde a los Estados. 
29 El servicio de correos. 
39 La civilización de los salvajes. 
49 La estadística y la carta o cartas geográficas 
de los pueblos y territorios de los Estados Unidos 
de Colombia. 
59 La concesión de privilegios exclusivos por de-
terminado tiempo para la apertura, mejora y con-
servación de las vías de comunicación. 
CAPITULO IV 
Poder Electoral y elecciones. 
SECCIÓN 1? 
Escrutadores. 
Art. 63.—Para los efectos electorales se dividen 
los Estados en Circuitos y se subdividen en distri-
tos. Cada circuito comprende de quince a cuaien-
ta mil habitantes y se compone de los lugares y ca-
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serios (jue, situados en territorio continuo, tengan 
intereses comunes o análogos. 
§. Las ciudades, aunque excedan de cuarenta 
mil habitantes, pueden formar un solo circuito di-
vidido en barrios. 
Art. 64.—Cada cuatro años, en aquel en que las 
Asambleas electorales hayan de hacer elección de 
Presidente de la Unión, el Senado elige por plura-
lidad absoluta de votos un Juez Nacional de escru-
tinios y su suplente, que desempeñarán sus atri-
buciones en la capital de la Unión, y para cada Es-
tado elige un Juez Particular de escrutinios y su 
suplente, los cuales desempeñarán sus atribuciones 
en las respectivas capitales. 
§. Para ser elegido Juez Nacional o Particular 
de escrutinios se requiere ser ciudadano en ejer-
cicio de sus derechos y tener las cualidades que es-
te Pacto exige para ser elegido Senador. 
Art. 65.—En cada uno de los circuitos y distri-
tos desempeñan las atribuciones de Jueces de escru-
tinio los respectivos jueces de circuito y de dis-
trito. 
Art. 66.—Cada Juez de escrutinios está acompa-
ñado durante el ejercicio de sus atribuciones por 
cinco Escrutadores que hacen el escrutinio de los 
votos, a su presencia y a la de los demás ciudada-
nos, cuya concurrencia permita la ley y que quie-
ran asistir; mas cuando falten uno o más de los Es-
crutadores o los suplentes en su caso, el Juez de es-
crutinio, sin perjuicio de la responsabilidad de los 
culpables, nombrará escrutadores interinos que los 
reemplacen. 
Art. 67.—Para ser elegido Escrutador de la Jun-
ta Nacional o de las particulares se necesitan las 
mismas condiciones que para ser Senador; para 
serlo de las juntas de circuito, bastan las que se 
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exigen para ser Representante, y para serlo de las 
de distrito bastan las requeridas para ser elector. 
Art. 68.—La designación de Escrutadores se ha-
ce en la forma siguiente: La Cámara de Represen-
tantes elige dos y sus suplentes votando en dos ac-
tos sucesivos por un solo candidato y declarando 
principal y suplente en cada votación a los dos que 
obtengan mayoría de votos, el Cooperario nombra 
uno y su suplente, y el Procurador de la Nación 
dos y sus suplentes. Cuando el Cooperario no nom-
brare el que le corresponda, los Jueces de escruti-
nio se atendrán a lo dispuesto en el art. 64. Cada 
uno de los dichos cinco escrutadores nombra de 
entre los ciudadanos de cada Estado un principal 
y su suplente para constituir las Juntas escrutado-
ras de ios Estados; del propio modo nombran los 
miembros de ésta, de entre los vecinos de cada cir-
cuito, principales y suplentes de las juntas de los 
circuitos, y los Escrutadores de circuito nombran 
de entre los vecinos de los distritos los principales 
y suplentes de las juntas escrutadoras de distrito. 
SECCIÓN 2? 
Sufragantes. 
Art. 09.—En la cabecera de cada circuito elec-
toral habrá un empleado llamado Notario cívico 
a cuyo cargo está el registro cívico o protocolo en 
que se asientan en partidas especiales los nombres, 
vecindades y circunstancias distintivas de los veci-
nos del circuito que hayan sido declarados Sufra-
gantes por el Juez respectivo. 
Art. 70.—Los Notarios cívicos serán nombrados 
por el Juez de Escrutinios del Estado y duran en 
ejercicio de sus funciones por el término de su bue-
na conducta. 
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§. Este destino no es incompatible con el de la 
Notaría civil ordinaria. 
Art. 71.—Cada año desde el 19 de enero hasta el 
19 de mayo puede ser solicitada por los interesados 
o por cualquier sufragante vecino del circuito an-
te el Juez del distrito la inscripción en el Registro 
de los ciudadanos no inscritos todavía en él, y tan-
to el Personero como el Agente Cooperador, pue-
den oponerse a ella. El Juez, previa audiencia de 
las dos partes, resuelve concediéndola o negándo-
la. Su resolución puede ser apelada ante el Juez 
del circuito, quien resuelve definitivamente bajo 
su responsabilidad. 
Art. 72.—La lista de los ciudadanos definitiva-
mente inscritos, con expresión de su vecindad y 
condiciones personales distintivas, es pasada al 
Juez de circuito y por orden de éste, el Notario 
cívico los inscribirá uno por uno en el Registro. 
La copia auténtica de la respectiva partida de ins-
cripción, es el título con que comprueba el sufra-
gante su derecho. 
Art. 73.—El Notario cívico hace también la ins-
cripción en el Registro de los ciudadanos que reú-
nen los requisitos que este Pacto exige para ser 
Electores, Diputados y Senadores. La ley dispon-
drá las diligencias que deben preceder a esta ins-
cripción y la manera de hacerla. 
Art. 74.—Los títulos son solemnemente entre-
gados por el Juez del distrito el día 20 de julio de 
cada año a los individuos recientemente inscritos, 
después de prestar cada uno de ellos, según su 
creencia religiosa juramento de obedecer en con-
ciencia la Constitución y las leyes. De estos jura-
mentos se lleva un libro en el Juzgado del Distrito. 
286 SERGIO ARBOLEDA 
SECCIÓN 3? 
Votadones. 
Art. 75.—Son sufragantes en cada distrito, los 
ciudadanos vecinos del mismo que estén inscritos 
en el registro cívico, tengan título y se hallen en 
ejercicio de sus derechos, excepto los jueces ordi-
narios y Magistrados y los individuos de tropa del 
ejército permanente. 
Art. 76.—Las votaciones populares para elegir 
electores tienen lugar en el día señalado por la ley 
cada cuatro años, en el año en que las asambleas 
electorales deban hacer elección ordinaria de Pre-
sidente de la Unión y Senadores. 
Art. 77.—El Juez del distrito, llegado que sea el 
tiempo señalado para dichas votaciones, sin aguar-
dar orden superior, convoca a ellas a los sufragan-
tes con ocho días de anticipación. 
Art. 78.—Los sufragantes sufragarán por voto se-
creto y directo por doble número de los electores 
que correspondan al distrito en razón de uno por 
cada mil habitantes. 
§. Al distrito que no tenga mil habitantes le co-
rresponde sin embargo un elector. 
Art. 79.—Para poder ser elegido elector se re-
quiere: 
19 Ser ciudadano en ejercicio de sus derechos. 
29 Saber leer y escribir. 
39 Ser vecino de alguno de los distritos del cir-
cuito en que se hace la elección; y 
49 Tener una propiedad raíz del valor de 300 pe-
sos o una renta anual procedente de cualquiera 
industria o profesión legítima que llegue a ciento 
cincuenta pesos. 
Art. 80.—No pueden ser elegidos electores el 
Presidente de la Unión, sus Secretarios, el Vice-
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presidente, el Gobernador del Estado, sus Secreta-
rios, el Cooperario, el Veedor, el Inspector del cir-
cuito, los Agentes cooperadores, los agentes del Mi-
nisterio Público, los Magistrados de los Tribuna-
les, ni los jueces. 
Art. 81.—Los votos son emitidos en presencia 
del Juez del distrito con asistencia de su Secreta-
rio y de los cinco escrutadores. Cada sufragante en 
el acto de votar presenta su título, y el Juez le po-
ne un sello o razón escrita para que conste que 
aquél ha usado de su derecho en ese año. 
Art. 82.—Hecho el escrutinio, el Juez bajo su 
responsabilidad, declara electores deí distrito, en 
el número que les corresponda, a los que hayan 
obtenido mayoría de sufragios, suplentes, en^igual 
número, a los que sigan en votos, y Agente coope-
rador del distrito y suplente suyo a los dos que re-
sulten más favorecidos en la votación después de 
los electores y sus suplentes. 
Art. 83.—Esta declaración con un ejemplar del 
acta se pasa al Juez del circuito, ante quien se pue-
de reclamar de ella, y una vez confirmada o modi-
ficada dentro del término legal, dicho Juez pasa-
rá a los elegidos la comunicación que le servirá de 
credencial para presentarse en la Asamblea elec-
toral. 
§. Cuando un mismo individuo es elegido Elec-
tor por dos o más distritos, tiene derecho de esco-
ger. 
Art. 84.—El cargo de Elector dura cuatro años. 
Las vacantes y faltas temporales que ocurran se lle-
nan con los suplentes, y si en algún distrito se ago-
ta en el curso de los cuatro años la lista de los su-
plentes, se llaman los suplentes disponibles del dis-
trito más inmediato. ; 
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SECCIÓN 4? 
Asambleas y elección de legisladores y gobernantes. 
Art. 85.—Los electores elegidos en los distritos 
de cada circuito o sus respectivos suplentes, cuan-
do falten los principales, se reúnen cada dos años 
el día 19 de septiembre en la cabecera del circuito 
presididos por el Juez del Circuito y constituyen la 
Asamblea electoral del circuito. Dicho juez concu-
rre a ella con su Secretario, que lo será de la Asam-
blea y con los cinco escrutadores. 
Art. 86.—La Asamblea elige cada dos años los 
diputados a la legislatura que corresponden al cir-
cuito, y vota cada cuatro años para las elecciones 
de Gobernador del Estado, miembros del Consejo 
Legislativo, Presidente de la Unión y Senadores. 
Ella hace, también, las demás elecciones que le 
atribuyan las leyes del Estado. 
Art. 87.—Para poder ser elegido Diputado se re-
quiere: 
19 Ser colombiano en ejercicio de los derechos 
de ciudadano. 
29 Haber cumplido 25 años de edad. 
39 Ser natural o vecino del Estado en que se ha-
ce la elección; y 
49 Ser dueño de bienes raíces situados en el Es-
tado, que alcance al valor libre de 3.000 pesos, o 
tener una renta anual de 400 procedente de bie-
nes raíces o una renta de seiscientos que sea pro-
ducto de alguna industria o profesión lícita. 
Art. 88.—La Constitución o la ley del Estado fi-
jan la base de población sobre la cual debe hacer-
se la elección de Diputados, y esta base debe ser 
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tal, que la Sala no cuente menos de 41 miembros 
ni más de 101 (o). 
§. Los Diputados son reelegibles indefinidamen-
te. 
Art. 89.—La elección de Diputados se hace vo-
tando cada Elector en una papeleta por doble nú-
mero de los que corresponden al circuito. Hecho 
el escrutinio de los votos, el Juez declara electos 
principales, en el número que corresponda, a los 
que han obtenido mayoría; suplentes, en igual nú-
mero cjue los principales, a los que sigan en votos, 
e Inspector del circuito y suplentes suyos, a los dos 
más favorecidos en la votación después de los prin-
cipales y suplentes. 
§. Del acta de esta votación envía el Juez un 
ejemplar al Juez de Escrutinios del Estado. 
Art. 90.—De esta declaración pueden apelar los 
interesados, el Inspector del Circuito o el Agente 
del Ministerio Público al Juez de Escrutinios del 
Estado, quien, en vista del acta y de las pruebas 
que presenten las partes, resuelve definitivamente. 
Dada la resolución del Juez de Escrutinios, o sin 
ella cuando no haya habido apelación, el juez del 
Circuito comunica la elección a los elegidos y tam-
(o) Nada hay tan peligroso en las repúblicas como los cuer-
pea legislativos poco numerosos, en los cuales los Gobernantes 
y aún los particulares de influencia pueden fácilmente, con ga-
narse a unos pocos, hacerse dueños de la mayoría. Elegir los 
Diputados según la base de población es bueno sólo para que 
haya una regla; pero no porque sea un principio que cada di-
putado represente las ideas y opiniones de los centenares o mi-
llares de ciudadanos que concurren a elegirlo. Lo que interesa, 
es que los Diputados sean hombres honrados e inteligentes; y 
que a la Asamblea vayan ciudadanos de todos los departamen-
tos o provincias a fin de que las leyes no hieran los intereses 
de ninguna de las secciones. 
- 1 3 
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bien al Consejo Legislativo para los fines del ar-
tículo 101. La comunicación firmada por el Juez 
y su secretario es la credencial con que cada uno 
de los elegidos es admitido en la sala de Diputa-
dos. 
Art. 91.—Para ser elegido Gobernador del Es-
tado o miembro del Consejo Legislativo se re-
quiere: 
19 Ser colombiano de nacimiento en ejercicio de 
los derechos de ciudadano. 
29 Ser padre de legítima familia. 
39 Haber cumplido 35 años de edad. 
49 Ser natural o vecino del Estado en que se ha-
ce la elección; y 
59 Ser dueño de bienes raíces situados en el Es-
tado que alcance al valor libre de 10,000 pesos o 
de una renta anual de 800 pesos procedente de 
bienes raíces o de la de 1.200 que sean el producto 
del ejercicio de cualquiera industria o profesión 
legítimas. 
Art. 92.—Para la elección del Gobernador y 
miembro del Consejo Legislativo, los electores vo-
tan en una papeleta por cinco individuos que po-
sean los requisitos exigidos para el desempeño de 
dichos puestos; del escrutinio se extiende el acta 
en el número de ejemplares que disponga la ley, y 
se remiten uno al Juez de Escrutinios del Estado 
y otro al Tribunal Superior. 
§. En los Estados de Cundinamarca y Panamá 
votan sólo por cuatro para Consejeros. 
Art. 93.—El Juez de Escrutinios del Estado, al 
acercarse el día 19 de noviembre hace citar al Fis-
cal del Estado y al Veedor, y llegado dicho día, or-
dena hacer el escrutinio de los votos contenidos en 
las actas de todas las Asambleas del Estado, y ter-
minado éste, declara electos miembros del Conse-
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jo Legislativo por el término de ocho años a los 
seis que hayan obtenido mayor número de votos, 
y Veedor del Estado y suplente suyo a los dos que 
sigan en votos después de los seis precedentes. 
Art. 94.—De los cuatro individuos elegidos 
miembros del Consejo Legislativo con mayor nú-
mero de votos, el Presidente de la Unión nombra 
a los que deban ser en los cuatro años inmediatos 
Gobernador del Estado y Presidente del Consejo 
Legislativo; pero el nombrado Gobernador no en-
trará a ocupar su puesto como miembro del Con-
sejo Legislativo, sino después que terminen los 
cuatro años de su período gubernativo. 
§. Los Gobernadores de los Estados de Cundina-
marca y Panamá son nombrados libremente por el 
Presidente de la Unión. 
Art. transitorio.—Para instalar el Consejo Legis-
lativo, las Asambleas electorales en su primera reu-
nión votarán separadamente por cuatro miembros 
más de dicha corporación y declarará electos cin-
co que durarán en su puesto sólo por el término 
de cuatro años. 
, Art. 95.—Para ser elegido Presidente de la 
Unión o Senador se requieren las mismas condi-
ciones enumeradas en el art. 91, pero no cjue el 
candidato sea natural o vecino de determinado Es-
tado ni que tenga precisamente en él la propie-
dad o renta requeridas en dicho artículo. 
Art. 96.—Para la elección de Presidente de la 
Unión y Senadores, los electores votarán en una 
sola papeleta por cinco ciudadanos que reúnan 
los requisitos exigidos para el desempeño de di-
chos puestos; del escrutinio se extiende el acta en 
el número que la ley dispone y se remiten uno al 
Juez de Escrutinios del Estado y otro al Tribunal 
Superior del mismo. 
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§. Son nulos los votos que en esta votación den 
los electores a cualquier ciudadano que sea o ha-
ya sido Presidente de la Unión o que durante el 
período constitucional en curso haya ejercido el 
Poder Ejecutivo o servido en los dos últimos años 
el destino de Procurador General. 
Art. 97.—El Juez de Escrutinios del Estado, lle-
gado el día 19 de noviembre ordena hacer el es-
crutinio general de los votos de todas las Asam-
bleas del Estado, y del acta de esta diligencia hace 
extender los ejemplares que la ley disponga, uno 
de ellos se remitirá al Juez nacional de Escrutinios 
y otro a la Suprema Corte general. 
Art. 98.—El Juez Nacional de Escrutinios, lle-
gado que sea el día 19 de febrero, ordena el escru-
tinio general de los votos contenidos en las actas 
de los escrutinios particulares de los nueve Esta-
dos; y en vista del residtado declara: 
19 Presidente de la Unión por cuatro años y 
Senador de la República desde la expiración de 
ese período al que haya obtenido mayor número 
de votos; 
29 Vicepresidente de la Unión, Senador perpe-
tuo y Presidente del Senado por cuatro años al 
que siga en votos; 
39 Senadores a los tres que después de los dos 
anteriores hayan sido más favorecidos en la vo-
tación; 
49 Cooperario por el término de cuatro años y 
Senador desde la expiración de este período al que 
tenga el sexto lugar en el orden descendente de 
los votos, y 
59 Cooperadores adjuntos por el mismo término 
de cuatro años al séptimo y octavo en el orden 
descendente de los votos. 
§. A este escrutinio deben ser expresamente ci-
tados la Coinisión Permanente del Senado, el Pro-
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curador de la Nación y el Cooperario y sus adjun-
tos. 
Art. 99.—Las actas de votación de las Asam-
bleas electorales serán publicadas en el periódico 
oficial del Estado y las de los escrutinios particu-
lares de los Estados en el mismo periódico y en el 
oficial del Gobierno de la Unión. Dichos perió-
dicos y las actas originales, remitidas al Tribunal 
Superior y a la Corte Suprema servirán al Juez 
Superior de escrutinios en caso de suscitarse du-
das sobre la legitimidad de las actas remitidas a 
su despacho. 
Art. 100.—La declaración de las expresadas elec-
ciones hecha por el Juez Superior de Escrutinios 
en la forma prevenida por el artículo anterior es 
definitiva y la comunicación que con un ejem-
plar del acta de escrutinio pase dicho Juez a cada 
uno de los electos, es el título comprobante de sus 
derechos. 
Art. 101.—La elección de Representantes la ha-
ce el Consejo Legislativo del Estado en la forma 
siguiente: de entre los Diputados declarados elec-
tos por las Asambleas del Circuito, dicho Consejo 
Legislativo elige cada dos años todos los Represen-
tantes que debe enviar el Estado al Congreso de 
la Unión, votando por dos menos de los que deba 
elegir. El diputado elegido Representante no pier-
de su puesto en la legislatura, sino que reúne los 
dos destinos. La elección de un Diputado para Re-
presentante lleva consigo la de su respectivo su-
plente para reemplazarlo en las faltas absolutas o 
temporales. 
Art. 102.—El mismo Consejo Legislativo desig-
na de entre los Representantes que elija, uno pa-
ra miembro de la Comisión nacional de Hacienda. 
Art. transitorio.—Para la primera instalación 
del Senado, las Asambleas electorales votarán en 
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su primera reunión por veintiún ciudadanos que 
reúnan los requisitos para ser Senadores; y proce-
diendo en seguida en íos escrutinios como está dis-
puesto en los artículos precedentes, el Juez nacio-
nal de Escrutinios declarará Senadores a los vein-
titrés que obtengan mayor número de votos; pero 
el vigésimo segundo en el orden descendente de 
los votos, será declarado cooperario por el térmi-
no de cuatro años, y tendrá derecho de nombrar 
los cooperarios adjuntos. 
Art. 103.—Los Jueces de escrutinio y cada uno 
de los escrutadores serán responsables por sus he-
chos y comisiones culpables en este orden: los de 
distrito ante el Juez del Circuito y el Tr ibunal 
Superior; los del Circuito y del Estado ante el 
Tr ibunal Superior en primera y segunda instan-
cia, los de los Estados y el Juez Nacional ante la 
Corte Suprema en ambas instancias. 
CAPITULO V 
Poder legislativo. 
SECCIÓN 1? 
Disposiciones generales sobre cl Congreso. 
Art. 104.—El Senado representa la Nación y la 
Cámara de Representantes a los Estados. Estos dos 
cuerpos constituyen el Congreso de los Estados 
Unidos de Colombia. 
Art. 105.—El Congreso se reúne sin necesidad 
de convocatoria, cada dos años el día 19 de marzo 
en la capital de la Unión, y sus sesiones ordina-
rias duran sesenta días, prorrogables hasta noven-
ta en caso necesario. Podrá reunirse en otro lugar 
o trasladar a él temporalmente sus sesiones, y sus-
pender éstas por más de dos días cuando así lo dis-
pongan ambas Cámaras.. 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 295 
§. Durante la prórroga despachará sólo aque-
llos negocios que recomienda el Poder Ejecutivo. 
Art. 106.—También se reúne el Congreso extra-
ordinariamente cuando al efecto lo convoque el 
Poder Ejecutivo; pero en tal caso sólo podrá tra-
tar de los negocios para que haya sido convocado. 
Art. 107.—Para que el Congreso pueda abrir y 
continuar sus sesiones se necesita que concurran 
por lo menos veintiún Senadores y la mayoría ab-
soluta de los Representantes, en la cual haya un 
número plural de Representantes de seis Estados 
por lo menos. 
Art. 108.—Los Senadores y Representantes go-
zan de inmunidad en sus personas y propiedades 
desde que principien o deban principiar las se-
siones y durante el tiempo de éstas y del que la ley 
fije como necesario para ir a ellas y regresar a sus 
domicilios. 
§. De la misma inmunidad gozan los miembros 
de la Comisión Permanente del Senado y los de la 
Comisión de Hacienda mientras desempeñen las 
atribuciones que les confían los artículos 130 y 
132 de este Pacto. 
Art. 109.—Cuando llegado el día señalado para 
abrir las sesiones, ambas Cámaras, o alguna de 
ellas, no puedan verificarlo, o que abiertas, no pue-
dan continuarlas, por faltar el quorum requerido 
en el art. 107, los miembros concurrentes de la 
respectiva Cámara, en cualquier número que sea, 
apremiarán a los ausentes a que concurran con las 
penas establecidas en la ley; y las abrirán o conti-
nuarán luego que haya dicho quorum. 
Art. 110.—El Presidente de la Cámara de Re-
presentantes prestará el juramento constitucional 
ante la respectiva Cámara, y los demás miembros 
de ella, ante el Presidente. De la misma manera 
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los Senadores nuevamente electos, prestarán dicho 
juramento al tomar posesión de su puesto, ante 
el Presidente de la corporación. 
Art. 111.—Los Senadores y Representantes son 
irresponsables por las opiniones que emitan y por 
los votos queden, y ninguna autoridad puede, en 
ningún tiempo, hacerles cargo alguno por dichas 
opiniones o votos. Esta irresponsabilidad es exten-
siva, por las ideas y opiniones que emitan en la 
discusión, a los Secretarios de Estado del despacho 
del Poder Ejecutivo; al Procurador General y al 
Cooperario y sus Adjuntos; los cuales pueden to-
mar parte con voz pero sin voto en las discusiones 
de ambas Cámaras. 
Art. 112.—La ley determinará quiénes, y en 
qué forma, podrán concurrir a las barras de las 
Cámaras, a fin de garantizar a los miembros de és-
tas, contra todo género de coacción directa o indi-
recta y evitar que se apasionen las discusiones; pe-
ro el Diario de Debates de ambas Cámaras será 
llevado y publicado con regularidad, a fin de que 
todos los ciudadanos y electores de la República 
puedan juzgar de la conducta y opiniones de sus 
diputados y hacer efectiva sobre ellos la responsa-
bilidad moral. Las sesiones de cada una de las Cá-
maras podrán ser secretas cuando así lo resuelva 
ella, por cualquier motivo de conveniencia públi-
ca; pero los actos y debates de tales sesiones serán 
publicadas tan luego como cese el motivo de la 
reserva. 
Art. 113.—Los Senadores y Representantes tie-
nen derecho a una remuneración pecuniaria que 
le será cubierta según lo que en este Pacto se dis-
pone por los Estados y por el Tesoro nacional. 
Art. 114.—Ningún miembro del Congreso pue-
de aceptar empleo de libre nombramiento del Pre-
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sidente de la Unión, excepto los de Procurador 
General, Ministro Plenipotenciario y General del 
Ejército en tiempo de guerra; pero el que acepte 
cualquiera de estos destinos, si es Representante, 
deja vacante su asiento en la Cámara, y si es Se-
nador, mientras ejerza el destino aceptado no pue-
de desempeñar ninguna de las funciones de Se-
nador. 
Art. 115.—Ni los Senadores, ni los Representan-
tes, mientras conserven el carácter de tales, pue-
den hacer por sí, ni por interpuesta persona, nin-
gún contrato con el Gobierno general, ni admitir 
poder de ningún Gobierno, compañía o individuo, 
para gestionar negocios que tengan relación con 
el Gobierno de la Unión, ni continuar ejerciendo 
los que hayan admitido antes, y cuando para en-
trar a ocupar un puesto en cualquiera de las Cá-
maras, sustituyen los poderes que estén ejerciendo, 
darán cuenta a la Cámara misma de esta sustitu-
ción y de los individuos en quienes la han hecho, 
para que se publique en las actas y tengan de ello 
conocimiento los electores. 
Art. 116.—Cada Cámara tiene facultad privati-
va de crear los empleados y darse los reglamentos 
que juzgue necesarios para mantener el orden en 
sus trabajos y para la policía interior del edificio 
de sus sesiones, y al efecto, puede establecer las 
penas correccionales con que deba castigar a sus 
propios miembros, o a cualquiera de los concu-
rrentes por las faltas que cometan contra la Cáma-
ra o contra la inmunidad de sus miembros, sin 
perjuicio de las penas legales en que puedan incu-
rrir cuando dicha falta esté calificada de delito. 
Art. 117.—Cuando un miembro de cualquiera 
de las Cámaras sea hallado en delito flagrante se-
rá suspendido, a pedimento del Ministerio Públi-
co por la respectiva Cámara, del ejercicio de sus 
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funciones y entregado al Tribunal que deba juz-
garlo. Entre tanto, cuando el delito sea notorio, 
puede la Cámara prohibirle concurrir a las sesio-
nes. 
Art. 118.—Todo lo relativo al orden y curso de 
los debates en ambas Cámaras para la formación 
de las leyes, será estatuido por la ley. 
Art. 119.—Ni el Congreso, ni ninguna de las 
Cámaras, pueden delegar a ninguna autoridad, ni 
persona, el ejercicio de ninguna de sus atribucio-
nes. 
SECCIÓN 2? 
Atribuciones del Congreso. 
Art. 120.—Son atribuciones del Congreso: 
I? Establecer las contribuciones e impuestos ne-
cesarios para atender a los gastos de la Unión; 
2^ Autorizar la contratación de empréstitos a 
cargo del Tesoro de la Unión, cuando sean ne-
cesarios; 
3^ Decretar la enajenación de los bienes de la 
Unión y su aplicación a usos públicos; 
4^ Expedir cada dos años el Presupuesto de ren-
tas y apropiar según él las cantidades que del Te-
soro haya de extraerse para los gastos nacionales; 
§. Nunca podrá expedirse un Presupuesto de 
gastos que exceda del Presupuesto de rentas, ni 
apropiar partida alguna para gasto que no sea na-
cional. 
5^ Determinar en la misma ley de Presupuesto 
o en ley especial cada dos años los recursos extra-
ordinarios de que pueda disponer el Poder Ejecu-
tivo en caso de guerra interior o exterior; 
6^ Examinar y fenecer definitivamente cada dos 
años, la cuenta general del Tesoro de la Unión; 
7? Fijar cada seis años el pie en que deba man-
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tenerse el ejército permanente, para atender al 
mantenimiento del orden y a la seguridad exte-
rior; 
8^ Resolver sobre los tratados y convenios pú-
blicos que el Presidente de la Unión celebra con 
otras naciones, y sobre los contratos que haga con 
los Estados o con los particulares, bien sean na-
cionales o extranjeros, que deban someterse a sü 
consideración; 
9^  Permitir el tránsito de tropas extranjeras por 
el territorio de la Unión; 
10^ Autorizar al Presidente de la Unión para 
declarar la guerra a otra nación; 
1P Conceder amnistías por delitos políticos que 
afecten el orden interior de la Unión; 
12^ Conceder privilegios temporales para la na-
vegación de aquellos ríos que sirvan de canal para 
el comercio entre dos o más Estados, y para cons-
truir caminos de herradura, carreteras o de hie-
rro que pongan en comunicación a más de un Es-
tado con los ríos navegables, con los puertos de 
mar o con las naciones limítrofes, y auxiliar estas 
empresas con tierras baldías, según lo dispuesto 
en el art. 14; 
13' Trasladar la capital de la Unión a otra ciu-
dad; 
14' Establecer los tribunales y juzgados, crear 
los demás empleados que demande el servicio pú-
blico nacional y dictar reglas sobre su provisión, 
salario y desempeño; 
15' Pedir al Poder Ejecutivo cualesquiera infor-
tnes escritos o verbales que necesite cualquiera de 
las Cámaras para la mejor expedición de sus tra-
bajos y cuenta de sus operaciones cuando lo crea 
conveniente, y 
16' Legislar sobre todas las demás materias, que 
son de competencia del Gobierno general. 
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SECCIÓN 3» 
£1 Senado 
Art. 121.—El Senado se compone de todos los 
ciudadanos elegidos para este fin, de conformidad 
con lo arriba dispuesto en los artículos 98 y tran-
sitorio de la sección anterior y de los que, a pro-
puesta de la Cámara de Representantes, nombre 
el Poder Ejecutivo en el caso previsto por el art. 
172. 
§. Si por accidentes imprevistos se redujese a 
menos de 21 el número de Senadores, se hará ima 
elección extraordinaria para elevarlo a veintisiete. 
Art. 122.—El destino de Senador es vitalicio; 
sin embargo se pierde en virtud de acusación he-
cha por el Procurador General o por el Coopera-
rio ante la Corte Suprema, y la sentencia dicta-
da por ésta, en los casos siguientes: 
l^ Cuando el Senador comete un delito común 
por el cual se incurre en pena corporal o infa-
mante; 
29 Cuando comete el delito de traición o de re-
belión o es cómplice en cualquiera de ellos; 
39 Cuando escandaliza a la sociedad con vicios 
vergonzosos o degradantes; 
§. En cualquiera de estos casos la Corte Supre-
ma lo suspende y demanda su entrega al Senado. 
§. En este caso la Corporación le suspende y le 
entrega al juicio de la Corte Suprema para su des-
titución si la merece conforme a la ley. 
Art. 123.—El Senado se divide en seis Consejos 
correspondientes a los seis departamentos ejecuti-
vos; cada uno de estos Consejos estudia y despacha 
de preferencia, durante las sesiones, los negocios 
relativos a su respectivo departamento. 
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Art. 124.—Cada Consejo del Senado tiene un 
Presidente que desempeña dicho puesto por el tér-
mino de dos años. Los Presidentes de los Conse-
jos permanecen en la capital en receso del Con-
greso y forman con el Vicepresidente de la Unión 
que la preside, la Comisión Permanente del Se-
nado. 
Art. 125.—Son atribuciones especiales del Se-
nado: 
I ' Aprobar las instrucciones del Poder Ejecuti-
vo a los Agentes diplomáticos para celebrar trata-
dos públicos y para los demás asuntos relativos a 
la política exterior de la Unión. 
2 ' Conocer de los juicios de responsabilidad con-
tra los empleados públicos, a quienes acusa ante 
él la Cámara de Representantes. , 
3 ' Decidir como Tribunal Superior sobre la va-
lidez o nulidad de las leyes de los Estados en los 
casos en que conforme al art. 127 la Cámara de 
Representantes solicite su fallo. 
4 ' Nombrar su Tesorero particular, reglamen-
tar la distribución que deba hacerse entre los Se-
nadores de la suma para este fin apropiada aten-
didos los trabajos y sacrificios que exija a cada uno 
de ellos el desempeño de su puesto y la manera 
de llevar la cuenta y de fenecerla. 
SECCIÓN 4? 
Cámara de Representantes. 
Art. 126.—Cada Estado es representado en la 
Cámara por tantos Representantes cuantos le co-
rresponden en razón de uno por cada treinta mil 
habitantes y uno más por un residuo que llegue a 
veinte mil. La ley aumentará o rebajará esta base 
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según crezca o disminuya la población, de mañe-
ra que el número de Representantes no baje nun-
ca de ciento uno ni pase de trescientos (a). La du 
ración de los Representantes es de dos años. 
Art. 127.—Son atribuciones especiales de la Cá-
mara de Representantes: 
I ' Cuidar de que los funcionarios y empleados 
públicos al servicio de la Unión desempeñen cum-
plidamente sus deberes y requerir al Agente res-
pectivo del Ministerio Público para que intente 
ia acusación del caso para los que incurrieren en 
responsabilidad; 
2 ' Acusar ante el Senado al Presidente de la 
Unión, al Vicepresidente, al Procurador General 
y demás Secretarios de Estado, a los Magistrados 
de la Corte Suprema Federal y a los demás fun-
cionarios públicos cuando juzgue que ha llegado 
el caso de exigirle responsaljílidad por el mal des-
empeño en el ejercicio de sus funciones; 
3 ' Solicitar del Senado que decida sobre la vali-
dez o nulidad de las leyes de los Estados en el caso 
de que la resolución dictada en la materia por la 
Corte Suprema no confirme la del Tribunal Su-
perior. 
§. En el caso a que se refiere el último inciso 
del artículo anterior, los votos de la Cámara se re-
cogen por diputaciones; y siempre que las de cinco 
Estados por lo menos sean adversas a la resolu-
ción de la Corte Suprema, el negocio pasa al cono-
cimiento del Senado, el cual lo decide después de 
oír lo que tengan a bien exponer la comisión de 
la Cámara de Representantes, el Procurador Ge-
neral, y el Cooperario o cualcjuiera de sus Ad-
juntos. 
(a) Véase la nota puesta al art. 88. 
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SECCIÓN 5? 
Comisión Nacional de Hacienda. 
Art. 128.—La Comisión Nacional de Hacienda 
se compone de los nueve Representantes designa-
dos por los Consejos legislativos de los nueve Esta-
dos y se reúne en la capital de la Unión cada dos 
años el 19 de febrero. 
Art. 129.—^A la Comisión de Hacienda el día de 
su instalación pasa el Poder Ejecutivo la cuenta 
general del Tesoro correspondiente al bienio an-
terior y el proyecto de ley de Presupuesto de ren-
tas y gastos. 
Art. 130.—Son atribuciones únicas de la Comi-
sión Nacional de Hacienda: 
I ' Examinar la cuenta del Tesoro pidiendo al 
efecto cuantos datos e informes crea necesarios 
para juzgar de ella y redactar el acto de feneci-
miento de dicha cuenta que habrá de proponer a 
la Cámara de Representantes; 
2 ' Examinar del mismo modo la ley de Presu-
puesto de rentas y de gastos, comparando las par-
tidas de gastos autorizados y hechos con las leyes 
vigentes, y proponer las rectificaciones y modifica-
ciones que juzgue convenientes para regularizar, 
simplificar el servicio del Tesoro e introducir eco-
nomías en él; 
3 ' Inquirir mediante el estudio de la cuenta de 
la ley de Presupuesto y de las demás leyes relacio-
nadas con ellas, las faltas en que hayan podido 
incurrir el Poder Ejecutivo y demás empleados 
públicos y proponer a la Cámara de Representan-
tes la acusación a que haya lugar y las demás pro-
videncias que crea oportunas; 
4 ' Preparar todos los proyectos que considere 
necesarios para la mejora y buen servicio de la 
Hacienda, y proponerlos igualmente a la Cátnara. 
304 SERGIO ARBOLEDA 
Art. 131.—A las sesiones de la Comisión Na-
cional de Hacienda pueden concurrir con voz pe-
ro sin voto el Procurador General, los demás Se-
cretarios y el Cooperario o cualquiera de sus ad-
juntos. 
Art. 132.—Tanto el acto de fenecimiento de la 
cuenta del Tesoro como las modificaciones a la 
ley de Presupuesto que apruebe la Comisión Na-
cional de Hacienda, serán sometidas al juicio de 
la Comisión Permanente del Senado, la cual oyen-
do lo que tengan a bien exponer el Procurador Ge-
neral y el Cooperario, decide sobre ella confirmán-
dolas o devolviéndolas a la primera con las modi-
ficaciones que propuestas por el Procurador o el 
Cooperario, hayan merecido su aprobación. La 
Comisión Nacional de Hacienda reconsidera el ne-
gocio y consulta de nuevo a la Comisión Perma-
nente en caso de desacuerdo, y tafiio el proyecto 
del acto de fenecimiento, como el de modificacio-
nes al Presupuesto, serán presentados al Congreso 
en los términos en que esta segunda vez queden 
adoptados por la Comisión Permanente. 
SECCIÓN 6? 
Comisión Permanente. 
Art. 133.—Son atribuciones de la Comisión Per-
manente del Senado; 
1' Dar su dictamen al Poder Ejecutivo en todos 
los casos en que éste la consulte; 
2 ' Concurrir con la Comisión Nacional de Ha-
cienda, como queda dispuesto en el artículo an-
terior, al estudio de la cuenta del Tesoro y del 
Presupuesto nacional; 
3 ' Autorizar al Poder Ejecutivo en receso del 
Congreso en caso de guerra interior o exterior, pa-
ra contratar los empréstitos, cobrar las contribu-
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ciones y disponer de los demás recursos concedi-
dos por la ley para tales circunstancias, y autori-
zarle igualmente para llamar al servicio de las ar-
mas a la porción de la Reserva Nacional que se juz-
gue necesaria; 
4 ' Codificar las leyes vigentes y proponer dicha 
codificación a la aprobación de Ías Cámaras cada 
8 años. 
SECCIÓN 7? 
Legislaturas. 
Art. 134.—Las legislaturas de los Estados se reti-
nen cada dos años en las épocas seilaladas para las 
sesiones ordinarias del Congreso. 
CAPITULO VI 
Poder Ejecutivo. 
SECCIÓN 1* 
Presidente de la Unión. 
Art. 135.—El Presidente de la Unión entra a 
ejercer sus funciones el día 19 de abril próximo al 
de su elección, y presta el juramento ante el Se-
nado o ante la Corte Suprema, si aquél por algún 
accidente no estuviere reunido. 
Art. 136.—En casos de falta accidental del Pre-
sidente que no exceda de treinta días ejerce el 
Poder Ejecutivo el Procurador General, y en los 
de falta absoluta lo reemplaza, asumiendo el títu-
lo de Presidente, el Vicepresidente de la Unión. 
Art. 137.—Ni el Presidente ni el Vicepresiden-
te cuando haya ejercido el Poder Ejecutivo por 
más de dos años pueden ser elegidos nunca para 
desempeñar la Presidencia de la Unión, 
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Art. 138.—Son atribuciones del Presidente de la 
Unión: 
I ' Mantener el orden y tranquilidad en la 
Unión, repeler todo ataque o agresión exterior y 
reprimir cualquier perturbación del orden públi-
co interior; 
2 ' Cumplir y ejecutar y hacer que se cumplan 
y ejecuten por sus agentes y por los empleados que 
ie estén subordinados este Pacto y las leyes en la 
parte que les corresponde; 
3 ' Cuidar de que los jueces y demás empleados 
públicos que no le estén inmediatamente subordi-
nados, las cumplan y ejecuten y las hagan cum-
plir y ejecutar en la parte que les corresponde, re-
quiriéndolos al efecto y requiriendo a las autori-
dades competentes en su caso, para que les exijan 
la responsabilidad si no las cumplen y ejecutan; 
4 ' Disponer de la fuerza armada de mar y tie-
rra para la defensa y seguridad de la Unión en ca-
so de guerra exterior, para mantener o restablecer 
el orden y tranquilidad en ella y para los demás 
objetos que exijan las necesidades públicas, y lla-
mar al servicio los cuerpos de la Reserva Nacio-
nal en todo o en parte con autorización del Sena-
do o de la Comisión Permanente en su caso; pe-
ro ni el Presidente de la República, mientras dure 
su destino, ni el que se halle encargado del Poder 
Ejecutivo podrán mandarlos personalmente, aun-
que dirige las operaciones como Jefe Superior del 
Ejército y Marina; 
5 ' Cuidar de la exacta y fiel recaudación de las 
rentas y contribuciones nacionales; presentar la 
cuenta general del Tesoro y el Presupuesto de 
rentas y de gastos a la Comisión de Hacienda, y 
proponer al propio tiempo los arbitrios fiscales 
que juzgue conveniente para reducir los gastos y 
equilibrar dichos presupuestos; 
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O' Negociar y concluir los tratados y convenios 
públicos con las naciones extranjeras, ratificarlos 
y canjearlos, previa la aprobación del Congreso, 
y cuidar de su exacta y fiel observancia; 
7' Negociar y concluir cualesquiera convenios o 
contratos públicos sobre los negocios que son de 
la competencia del Gobierno de la Unión y lle-
varlos a efecto con la aprobación del Congreso. 
Pero esta aprobación no será necesaria cuando ver-
sen sobre servicios ordinarios, ni cuando sus esti-
pulaciones estuvieren previamente autorizadas por 
las leyes; 
8 ' Declarar la guerra cuando la haya decretado 
el Congreso y dirigir la defensa del país en caso de 
una invasión extranjera; 
9 ' Nombrar para todos los empleos públicos de 
la Unión las personas que deban servirlos cuando 
la Constitución o las leyes nacionales no atribu-
yan el nombramiento a otra autoridad; 
10' Proveer los destinos que vaquen en todas 
las oficinas de los diversos departamentos adminis-
trativos, promover en ellas a los empleados que lo 
merezcan por sus servicios y aptitudes, y remover 
a aquellos cuya permanencia en el destino sea por 
cualquier motivo inconveniente; 
11' Cuidar de que el Congreso se reúna el día 
señalado por este Pacto, dictando con oportunidad 
las disposiciones que juzgue convenientes para que 
los Senadores dispongan de los recursos necesa-
rios y que los Gobiernos de los Estados provean 
a los Representantes de los auxilios a que tienen 
derecho; 
12' Conceder, oyendo el dictamen de la Comi-
sión Permanente y del Consejo de Gobierno, am-
nistías generales o indultos particulares a los que 
se hagan responsables de delitos contra el orden 
público cuando así lo exija la conveniencia gene-
ral; pero tales indultos y amnistías no eximen nun-
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ca a los agraciados de su responsabilidad civil para 
con los particulares; 
13' Conceder patentes para garantizar a los au-
tores, por el tiempo permitido por la ley, la pro-
piedad de las producciones literarias y de las in-
venciones útiles aplicables a nuevas operaciones 
industriales o a la perfección de las existentes; 
14' Conceder, con previo consentimiento del Se-
nado, los grados de Coronel y General en el ejér-
cito y la marina; y conceder los demás grados mi-
litares inferiores sin necesidad de ese consentimien-
to previo, pero de conformidad con las leyes; 
15' Conceder cartas de naturalización con arre-
glo a la ley; 
16' Expedir patentes de navegación y de corso; 
17' Presentar por escrito al Congreso en los pri-
meros días de sus sesiones ordinarias un breve in-
forme sobre el curso que hayan tenido durante el 
último período los negocios de la Unión y sobre 
su situación actual autorizado con la firma de sus 
Secretarios; 
18' Dar a cualquiera de las Cámaras los infor-
mes especiales cjue solicite, siempre que ellos no 
versen sobre negocios diplomáticos que a su juicio 
merezcan reserva; 
19' Nombrar por sí solo al Procurador General 
primer Secretario de Estado. 
20 ' Desempeñar las demás funciones que le es-
tén atribuidas por este Pacto y las leyes generales. 
SECCIÓN 2* 
Secretarios de Estado. 
Art. 139.—Todos los negocios del despacho del 
Poder Ejecutivo corresponden a uno de estos seis 
departamentos: 
19 Ministerio Público; 
29 Relaciones Exteriores; 
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39 Culto, O relaciones con la Iglesia católica o 
con las comuniones religiosas toleradas; 
49 Gobernación; 
59 Hacienda; 
69 Fuerza pública. 
Art. 140.—La ley puede reunir los negocios de 
dos o más departamentos, en una sola Secretaría, 
o crear más de una Secretaría para los de un de-
partamento; sin embargo, el Presidente podrá en-
cargar cuando lo juzgue conveniente dos Secreta-
rías a un solo Secretario. 
Art. 141.—Con excepción del nombramiento de 
Procurador General todos los actos del Poder Eje-
cutivo deben ser acordados con dictamen de uno 
por lo menos de los Secretarios de Estado, que se 
constituya responsable de aquel acto: por tanto, 
ningún decreto, orden o acto alguno que se diga 
emanado del Poder Ejecutivo, de cualquier espe-
cie que sea, que no esté suscrito, o sea comunica-
do por alguno de los Secretarios de Estado, deberá 
ser tenido por tal, ni obedecido por sus agentes ni 
por autoridad o persona alguna. 
Art. 142.—Para ser Procurador General o Secre-
tario de Estado, se requiere ser colombiano en ejer-
cicio de los derechos de ciudadano. El Presidente 
nombra los Secretarios con la firma del Procura-
dor General. 
Art. 143.—El Procurador General y los demás 
Secretarios de Estado deben no sólo dar su dicta-
men al que ejerza el Poder Ejecutivo en los actos 
que expidan, sino también proponerle cada uno 
de los que debe expedir en los negocios corres-
pondientes a la Secretaría de que está encargado. 
Así son responsables tanto por el quebrantamien-
to de la ley como por cualquier perjuicio que re-
sulte a la cosa pública, ya sea por lo que autori-
zan con su firma, ya por lo que deje de hacerse 
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en los negocios correspondientes a la Secretaría 
de su cargo, y no salva su responsabilidad el que 
el encargado del Poder Ejecutivo no se haya con-
formado con su dictamen. 
Art. 144.—Los Secretarios de Estado darán a 
cualquiera de las Cámaras legislativas, con anuen-
cia del Presidente, todos los informes y noticias 
que les pidan sobre los negocios relativos a sus 
respectivas Secretarías, excepto sobre aquellos que 
merezcan reserva, mientras la merezcan a juicio 
del Poder Ejecutivo. 
Art. 145.—Cada Secretario de Estado presenta 
al Congreso en los primeros días de sus sesiones 
ordinarias un informe completo y conciso del es-
tado que tienen los negocios en los diversos ramos 
correspondientes a las Secretarías de su cargo pro-
poniendo lo que estimen que el Congreso debe ha-
cer acerca de ellos. 
Art. 146.—Los Secretarios de Estado presentan 
a las Cámaras los proyectos de ley que estimen 
convenientes y toman parte en la discusión de di-
chos proyectos, en la de cualquiera otros y en la 
de los demás negocios que no sean de régimen in-
terior de ellas, pero nunca tendrán voto delibera-
tivo en las resoluciones de las Cámaras. 
SECCIÓN 3? 
Consejo de Gobiemo. 
Art. 147.—El Consejo de Gobierno se compone 
del Procurador General que lo preside y de los 
demás Secretarios del despacho. Al Vicepresidente 
de la Unión cuando concurra al Consejo le co-
rresponde la presidencia de honor. 
Art. 148.—El Presidente de la Unión debe oír 
el dictamen del Consejo de Gobierno, aunfiue no 
está obligado a conformarse con él: 
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19 Para dar o rehusar su sanción a los proyec-
tos de ley. 
29 Para convocar el Congreso a sesiones extra-
ordinarias. 
39 Para solicitar del Congreso la autorización de 
declarar la guerra y para declararla una vez auto-
rizado. 
49 Para nombrar Ministros Plenipotenciarios y 
demás Agentes diplomáticos. 
59 Para nombrar los gobernadores de Panamá 
y de Cundinamarca, o de aquel en que esté la ca-
pital de la Unión y para escoger los gobernadores 
de los demás Estados. 
69 Para nombrar los Magistrados de la Corte 
Suprema y de los Tribunales Superiores. 
79 Para conceder amnistías generales o indultos 
particulares. 
Art. 149.—El Presidente consulta también al 
Consejo de Gobierno en los demás casos que la 
ley lo ordena, y puede exigir su dictamen en cuan-
tos negocios crea conveniente oírlo, quedando en 
libertad de conformarse o no con él. 
SECCIÓN 4? 
Gobernadores de los Estados. 
Art. 150.—El Gobernador de cada Estado es 
agente inmediato del Presidente de la Unión y 
bajo sus órdenes agentes del mismo en el territo-
rio de su mando todas las autoridades políticas y 
empleados administrativos del Estado. 
Art. 151.—El período de mando de los Gober-
nadores es de 4 años, contados desde 19 de ma-
yo siguiente a su elección; prestan el juramento 
constitucional ante el Tribunal Superior del Es-
tado, y son reemplazados en sus faltas accidentales 
por el Presidente del Consejo Legislativo, y en las 
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absolutas por el ciudadano vecino del Estado que 
al efecto designe el Presidente de la Unión. 
Art. 152.—Los Gobernadores como encargados 
del Poder Ejecutivo del Estado, son responsables 
de conformidad con la Constitución y leyes del 
respectivo Estado, ante las autoridades y en los 
casos que ellas determinen; y como empleados na-
cionales y agentes inmediatos del Poder Ejecuti-
vo de la Unión lo son por acusación del Procura-
dor General cuando violen o desobedezcan la 
Constitución o las leyes de la Unión o las órdenes 
del Poder Ejecutivo; y están sometidos, además, 
como todos los empleados públicos, a juicio de 
responsabilidad ante el Senado por acusación de 
la Cámara de Representantes. 
SECCIÓN 5? 
Ministerio Público. 
Art. 153.—El Ministerio Público está a cargo 
del Procurador Cieneral, quien desempeña por sí 
mismo sus atribuciones ante la Corte Suprema y 
demás autoridades generales, por medio de los fis-
cales ante los tribunales superiores y por medio 
de los agentes fiscales y personeros ante los juzga-
dos de piimera instancia y de distrito respectiva-
mente. 
Son atribuciones del Ministerio Público: 
1' Velar ante los tribunales y juzgados por la 
puntual aplicación de la Constitución y de las le-
yes de la Nación y de los Estados y promover an-
te ellos los juicios de responsabilidad a que haya 
lugar contra los funcionarios públicos que las vio-
len. 
2 ' Defender los derechos e intereses de la Na-
ción ante los juzgados y tribunales. 
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3 ' Cuidar de la averiguación de los delitos y des-
cubrimiento de los delincuentes; de la regularidad 
en los procedimientos judiciales y de que la jus-
ticia se administre pronta y cumplidamente. 
4' Inspeccionar por sí y por medio de sus agen-
tes dichos tribunales y juzgados; requerirlos para 
que administren justicia en los casos que ocu-
rran; exigirles relación periódica de las causas civi-
les y procesos criminales que cursen ante ellos, y 
recoger y concentrar en su departamento los da-
tos necesarios para juzgar de las aptitudes y mere-
cimientos de los Magistrados, jueces y demás em-
pleados del Poder Judicial, para entablar los jui-
cios de responsabilidad a que haya lugar para pro-
mover ante el Congreso la expedición de los -\ctos 
legislativos que juzgue convenientes, y para pro-
poner al Poder Ejecutivo los nombramientos que 
deba hacer de Jueces y Magistrados. 
5 ' Concurrir con los agentes del Poder Coope-
rativo, en los términos dispuestos en este Pacto, 
a la formación del Registro cívico y a que las vo-
taciones populares y las encargadas a las Asam-
bleas y demás corporaciones del régimen político, 
así como los escrutinios se hagan de conformidad 
con este Pacto y las leyes. 
6' Desempeñar los demás deberes que le impon-
gan este Pacto y las leyes. 
Art. 154.—Cuando ocurran negocios contencio-
sos entre alguno de los Estados y la Unión, el Es-
tado interesado defiende sus derechos e intereses 
por medio de sus propios agentes, y el Ministerio 
Público nacional, los derechos e intereses de la 
Nación. 
-14 
314 SERGIO ARBOLEDA 
SECCIÓN ev 
Fuerza pública. 
. \ n . 155.—El objeto de ia fuerza armada es de-
fender la independencia y dignidad de la Repú-
blica contra toda fuerza o agiesión exterior y man-
tener el orden constitucional y legal en el inte-
rior, obrando siempre bajo la dependencia y direc-
ción del Poder Ejecutivo de la Unión: por tanto, 
es esencialmente obediente y nunca deliberante. 
Art. 156.—Los Generales, Jefes y Oficiales del 
ejército y marina de los Estados Unidos de Colom-
bia serán colombianos; pero con especial permiso 
del Congreso podrán admitirse al servicio Gene-
rales, Jefes y Oficiales extranjeros. 
Art. 157.—La milicia en Colombia es una carre-
ra en que se asciende por escala. La ley determi-
na los requisitos personales que son necesarios pa-
ra obtener cada grado y la efectividad en él y los 
casos en que por falta de tales requisitos, deban 
concederse sólo el grado, o el grado y el sueldo sin 
la efectividad. 
Art. 158.—La fuerza armada en servicio de la 
Unión se divide en Ejército permanente y Reserva 
nacional. 
Art. 159.—El Ejército permanente se compone 
del contingente con que contribuyen los Estados 
en proporción a su población y este contingente se 
forma: 
19 De los individuos que hayan sido condena-
dos por los tribunales al servicio de las armas; 
29 De los colombianos que voluntariamente sien-
ten plaza y se comprometan a servir por el térmi-
no que la ley señale; 
39 De todos aquellos colombianos mayores de 
18 años y menores de 30 a quienes les toque en 
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suerte prestar el servicio por el término señalado 
por la íey, o de los reemplazos que los conscriptos 
presenten siempre que sean aptos para dicho ser-
vicio. 
Art. 160.—La Reserva nacional se compone de 
todos los colombianos mayores de 18 años y me-
nores de 60 que sean capaces de llevar las armas, 
con excepción de los ministros del culto y de los* 
que sirvan otros empleos públicos, cuyas funcio-
nes sean incompatibles con las del servicio mili-
tar activo. 
Art. 161.—La ley dará las reglas conforme a las 
cuales deban distribuirse los colombianos de la 
Reserva nacional, según su edad y demás condi-
ciones, en tres o más ejércitos que serán llamados 
a medida que las circunstancias lo exijan a defen-
der la Nación y sus instituciones y dispondrá, ade-
más, la manera de organizar esos ejércitos e ins-
truir a los colombianos que los componen en el 
manejo de las armas. 
CAPITULO VII 
Formadóq de las leyes. 
SECCIÓN 1? 
Proyectos ordinarios. 
Art. 162.—Las leyes pueden tener origen en 
cualquiera de las Cámaras. 
Art. 163.—El Poder Ejecutivo tiene el deber de 
presentar a la Comisión de Hacienda el proyecto 
de ley sobre Presupuestos; además deben proponer 
proyectos, la Comisión de Hacienda en los nego-
cios de su cargo y la Comisión Permanente del Se-
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nado, como encargada de codificar las leyes; y tie-
nen derecho de proponerlos cualquiera de los Se-
nadores, Representantes o Secretarios de Estado y 
también la Corte Suprema sobre asuntos relati-
vos a la legislación civil, penal y de procedimien-
tos judiciales. 
Art. 164.—Todas las leyes serán encabezadas 
con estas palabras: 
El Senado de Colombia y la Cámara de Represen-
tantes, 
DECRETAN: 
Art. 165.—Para que un proyecto nuevo presen-
tado en cualquiera de las Cámaras sea ley, se re-
quiere: 
19 Que sufra por lo menos tres debates en cada 
Cámara y en distinto día cada vez; 
29 Que sea aprobado en cada uno de dichos de-
bates, en el Senado por el voto de la mayoría ab-
soluta y en la Cámara por el de las dos terceras 
partes de los respectivos miembros presentes; 
39 Que en la última de dichas Cámaras obten-
ga el voto favorable de las dos terceras partes de 
las diputaciones de los Estados cuando cualquiera 
de los Representantes, alguno de los Secretarios 
de Estado o el Cooperario, pidan que el proyecto 
se adopte en primero o tercer debate, por diputa-
ciones, y 
49 Que obtenga la sanción del Poder Ejecutivo. 
Art. 166.—La ley establecerá los procedimien-
tos que deba observar cada Cámara en cada uno 
de los tres debates, a fin de que en ellos no se al-
tere la unidad de los proyectos y que si llega a ser 
alterada por las modificaciones, sea luego restable-
LA CONSTTTUCIÓN POLÍTICA 317 
cida mediante el concurso del autor o autores del 
proyecto primitivo (o). 
Art. 167.—Todo proyecto adoptado en una de 
las Cámaras pasará a la otra con expresión de los 
días en que haya sufiido sus tres debates. Cada Cá-
mara tiene derecho de introducir modificaciones 
al proyecto sometido a su consideración e insistir 
hasta por segunda vez en las que haya aprobado, y 
si la otra no las acepta se entiende archivado. 
Art. 168.—Convenidas las dos Cámaras en un 
proyecto, aquella en que tuvo origen lo pasa al 
Poder Ejecutivo con expresión de los días en que 
ha sufrido sus dabetes en una y otra Cámara. El 
Poder Ejecutivo puede sancionarlo o devolverlo 
dentro de diez días con observaciones u objeción 
absoluta: las observaciones se contraen a alguna o 
algunas de las disposiciones del proyecto y serán 
acompañadas de las modificaciones que el Poder 
Ejecutivo juzgue convenientes; y la objeción abso-
luta se refiere a la totalidad del proyecto por in-
constitucional o por inconveniente. 
Art. 169.—Cuando el proyecto sea devuelto por 
el Poder Ejecutivo con observaciones, si ambas Cá-
maras las declaran fundadas en todo o en parte, 
se reconsidera el proyecto y se adoptan las modifi-
caciones necesarias en la parte o las partes a que 
se hayan contraído dichas observaciones, y si estas 
(o) Muy útil sería que en el Senado no fueran discutidas las 
leyes por los Senadores, sino que este cuerpo fuera como un 
tribunal ante el cual alegaran en favor y en contra de los pro-
yectos uno o más de los Secretarios de Estado, el Cooperario 
y dos comisiones de la Cámara de Representantes nombradas 
por los miembros de ella que fueran favorables al proyecto y 
por los que le fueran adversos. Adoptado este sistema el Se-
nado votaría aceptando o rechazando el proyecto o sus modi-
ficaciones. 
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modificaciones son las propuestas por el Poder Eje-
cutivo o en un todo equivalentes a ellas, éste no 
podrá negarle su sanción; si no son las mismas o 
equivalentes, o se introducen disposiciones nuevas, 
o se suprime alguna que no haya sido objetada, 
el Poder Ejecutivo podrá hacer nuevas observacio-
nes al proyecto. 
§. Las disposiciones nuevas que se introduzcan 
en el proyecto por consecuencia de las observacio-
nes del Ejecutivo deben sufrir en cada Cámara dos 
debates por lo menos. 
Art. 170.—Si en el caso del artículo anterior 
una de las Cámaras declara infundadas las obser-
vaciones y la otra fundadas, se archiva el proyec-
to; y si ambas Cámaras las declaran infundadas se 
suspende su curso y no se podrá tomar en conside-
ración hasta las próximas sesiones ordinarias del 
Congreso. 
Art. 171.—Cuando el Poder Ejecutivo devuel-
va el proyecto con objeción absoluta y ambas Cá-
maras la declaren fundada, el proyecto se archi-
va; mas si la una la declara fundada y la otra in-
fundada, se suspende su curso, y no podrá volver-
se a tomar en consideración hasta las próximas se-
siones ordinarias del Congreso. 
§. En todo caso, un proyecto no puede ser ley 
mientras no tenga a su favor los tres votos del Se-
nado, de la Cámara de Representantes y del Po-
der Ejecutivo; siempre que le falten dos de dichos 
votos se archiva, y si sólo le falta uno se suspende 
su curso, para que la Nación misma que ejerce el 
Poder Supremo, manifieste su voluntad por me-
dio de sus electores. 
Art. 172.—Cuando el curso del proyecto se ha-
ya suspendido por faltarle únicamente el voto del 
Senado, y hechas las nuevas elecciones continuare 
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el Senado siéndole adverso, si estas elecciones no 
hubieren sido las populares que tienen lugar cada 
cuatro años sino sólo las de las asambleas electora-
les, se suspenderá todavía el curso del proyecto has-
ta las otras sesiones ordinarias y si después de ele-
gidos los cuatro Senadores correspondientes al pe-
ríodo, insistiere el Senado en negarse al proyecto, 
la Cámara de Representantes puede elegir con el 
voto de las dos terceras partes de sus miembros pre-
sentes, tres ciudadanos que reúnan los requisitos 
que exige el art. 91 de este Pacto y proponerlos 
al Poder Ejecutivo. Este los declarará nombrados 
Senadores y el Presidente del Senado o la Corte 
Suprema, si aquél no lo hiciese, les dará inmedia-
tamente posesión. 
Art. 173.—Todo proyecto no devuelto por el 
Poder Ejecutivo dentro de los diez días que tiene 
para observarlo u objetarlo, debe ser sancionado; 
si el Congreso se pusiere en receso durante aquel 
término, el Poder Ejecutivo tendrá el deber de 
sancionarlo u objetarlo dentro de los diez días si-
guientes a aquel en que el Congreso se haya pues-
to en receso y además el de publicar por la impren-
ta el resultado. 
Art. 174.—Todo proyecto de ley, que al ponerse 
en receso las Cámaras, quede pendiente, se tendrá 
como proyecto nuevo cuando se discuta en las se-
siones ordinarias o extraordinarias posteriores; 
mas cuando las extraordinarias siguen inmediata-
mente después de las ordinarias y el proyecto o 
proyectos pendientes estén comprendidos en los 
objetos de la convocación, continuarán su curso 
regular. 
Art. 175.—Los proyectos cuyo curso quede sus-
pendido al ponerse en receso el Congreso por ha-
berlos objetado el Poder Ejecutivo o por faltarles 
el voto de la Cámara o del Senado, serán publica-
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dos en todos los distritos antes de las votaciones 
populares, si fuere época de hacerlas, y en todo ca-
so serán leídos o por lo menos recordados en ca-
da una las asambleas electorales antes de proceder 
a la elección de diputados. 
Art. 176.—La intervención y sanción del Poder 
Ejecutivo no es necesaria en los actos de resolu-
ciones de las Cámaras que tengan por objeto tras-
ladar su residencia a otra población, suspender sus 
sesiones o prorrogar las ordinarias hasta por los 
30 días que le son permitidos; pero resuelta la pró-
rroga, el Poder Ejecutivo determina los asuntos a 
que deben contraerse sus trabajos. 
SECCIÓN 2? 
Proyectos reformatorios de este Pacto. 
Art. 177.—Los proyectos que tengan por obje-
to reformar el presente Pacto, serán propuestos, 
discutidos y expedidos en la misma forma que 
las leyes ordinarias, y su curso, una vez aceptados 
pero no sancionados por el Poder Ejecutivo, se sus-
penderá hasta las primeras sesiones ordinarias del 
Congreso posteriores a las votaciones populares, y 
si en estas nuevas sesiones fuesen igualmente adop-
tados en ambas Cámaras sin ninguna alteración, 
serán sancionadas y publicadas como disposicio-
nes constitucionales. 
§. Estos proyectos de reforma se insertarán en 
los periódicos oficiales, serán publicados en todos 
los distritos antes de las votaciones populares, y 
leídos en todas las asambleas electorales antes de 
proceder a la elección de Senadores y Diputados. 
Art. 178.—Los Estados no pueden en virtud de 
tratados que celebren unos con otros ni con el 
Gobierno general modificar ninguna de las dispo-
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siciones de este Pacto: toda reforma aunque sólo 
haya de afectar a alguno o algunos de los Esta-
dos debe ser hecha de conformidad con el artículo 
anterior y su parágrafo. 
SECCIÓN 3» 
Codificaciones. 
Art. 179.—Los proyectos de Codificación que 
presente a las Cámaras la Comisión Permanente se 
consideran y aprueban en la forma dispuesta por 
los artículos que siguen. 
Art. 180.—El Senado somete la Codificación al 
examen de uno de sus Consejos, del Procurador 
General y del Cooperario separadamente, y si de 
los tres informes y de la discusión a que den lugar, 
resulta a juicio del Senado: 
19 Que la Codificación está conforme con las 
reglas que al efecto hayan prescrito las leyes; 
29 Que no falta en ella ninguna de las disposi-
ciones legales vigentes que deba contener, y 
39 Que no se ha variado la redacción de ningu-
na de dichas disposiciones, ni alterádose las fechas 
en que fueron sancionadas, el Senado la aprueba 
y la pasa a la Cámara de Representantes. 
Art. 181.—Recibida la Codificación por la Cá-
mara, nombra ésta una comisión de su seno, vo-
tando por dos en una sola papeleta y declarando 
electos a los cuatro que obtengan mayor número 
de votos: los cuatro Representantes elegidos exami-
nan la Codificación e informan a la Cámara; si re-
sultare de dichos informes y de la discusión a que 
den lugar que la Codificación llena las condicio-
nes expresadas en el artículo anterior, la aprueba 
y la pasa al Poder Ejecutivo. 
322 SERGIO ARBOLEDA 
Art. 182.—El Poder Ejecutivo consulta al Con-
sejo de Gobierno y si no hallare observaciones ni 
objeción que hacer la sanciona y promulga como 
ley de la Unión. 
Art. 183.—Cuando el Senado, la Cámara o el 
Poder Ejecutivo hallaren en la Codificación fal-
tas que se puedan subsanar, el proyecto que ten-
ga este objeto seguirá el curso ordinario de los 
proyectos comunes. 
CAPITULO v m 
Poder Cooperativo. 
Art. 184.—El Poder Cooperativo está en la Na-
ción confiado al Cooperario y sus Adjuntos y en 
los Estados, circuitos y distritos a los Veedores, 
Inspectores y Agentes Cooperadores. 
Art. 185.—Son facultades de estos empleados 
fuera de las especiales determinadas en otros ar-
tículos de este Pacto: 
19 Velar porque se respete y ampare a los co-
lombianos en el ejercicio de los derechos indivi-
duales: al efecto, pueden representar ante las au-
toridades ejecutivas y judiciales y ante los cuerpos 
legislativos; denunciar ante los juzgados y tribu-
nales a los tranagresores de esos derechos y propo-
ner acusación contra ellos y sostener el juicio has-
ta su conclusión; 
29 Supervigilar a todos los empleados públicos 
a fin de que cumplan las leyes en la parte que les 
corresponda en negocios que no sean de interés 
particular; ocurrir cuando adviertan faltas en los 
empleados inferiores a los superiores que puedan 
corregirlas o repararlas, y promover ante las au-
toridades competentes los juicios de responsabi-
lidad a que haya lugar; 
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39 Publicar por la imprenta y con su firma las 
indicaciones que crean conducentes al más exacto 
cumplimiento de la Constitución y de las leyes y 
al buen servicio de los intereses nacionales o sec-
cionales, y publicar también las violaciones de la 
ley que cometan los empleados públicos; pero les 
es prohibido usar en sus representaciones y en los 
escritos que publiquen palabras injuriosas a los 
empleados, atribuirles malas intenciones, alterar 
los hechos, desfigurarlos o referirlos incompleta-
mente. Toda censura que hagan debe contener la 
relación exacta de los hechos y la cita textual de la 
ley vigente violada. 
Art. 186.—Es prohibido a los agentes del Poder 
Cooperativo y a todo colombiano expresarse res-
pecto del Presidente de la Unión o del encargado 
del Poder Ejecutivo de palabra o por escrito en 
términos que no sean respetuosos, y atribuirles ma-
las intenciones: la ley da, por supuesto que el ele-
gido de los pueblos para cabeza de la Nación es in-
capaz de querer el mal de la República. 
Art. 187.—Cuando alguno de los dichos emplea-
dos del Poder Cooperativo falte a alguna de las 
prohibiciones del artículo anterior, el respectivo 
representante del Ministerio Público puede ocu-
rrir a la Suprema Corte Federal, al Tribunal Su-
perior o al Juez del circuito, comprobando la fal-
ta cometida y el Magistrado o Juez respectivo, des-
pués de oír al responsable si no desvaneciere el car-
go, le condenará a una multa moderada que para 
tales casos establecerá la ley. 
Art. 188.—El Cooperario o uno cualquiera de 
sus Adjuntos en su reemplazo, puede, cuando a 
bien lo tenga, concurrir con voz pero sin voto al 
Senado, a la Cámara de Representantes, a la Co-
misión Nacional de Hacienda y a la Comisión 
Permanente; y asistirá al Consejo de Gobierno y 
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dará en él su dictamen cuando sea citado al efec-
to por orden del Presidente de la Unión. 
Art. 189.—El Veedor en cada uno de los Esta-
dos puede igualmente asistir cuando a bien lo ten-
ga con voz pero sin voto al Consejo Legislativo y 
a la Sala de Diputados y dará su dictamen al Go-
bernador del Estado en los asuntos en que éste 
quiera oírlo. 
CAPITULO IX 
Poder Judicial. 
Art. 190.—Los Jueces y Magistrados duran en el 
desempeño de sus destinos por el término de su 
buena conducta. No pueden ser destituidos sino 
previo juicio y en virtud de sentencia dictada por 
el Tr ibunal competente. Tampoco podrán ser tras-
ladados, ni promovidos contra su voluntad de un 
juzgado a otro, ni es permitido suprimir nunca 
juzgado alguno mientras esté provisto. Si las cir-
cunstancias hicieran indispensable tal supresión 
el juez cesante continuará gozando de su sueldo 
fijo y será indemnizado de los proventos eventua-
les de su destino. 
Art. 191.—Los juzgados de distrito serán provis-
tos por oposición. Para ser admitido un aspirante 
a dicha oposición se requiere que sea ciudadano 
en ejercicio de sus derechos y que compruebe su 
buena conducta anterior. El examen será hecho 
por profesores de Jurisprudencia sobre la ciencia 
y la práctica forense. 
§. Cuando falten aspirantes a un juzgado de dis-
trito, lo proveerá el Presidente de la Unión por sí 
o por medio del Gobernador del Estado. 
Art. 192.—El Presidente de la Unión nombrará 
también por sí o por medio del Gobernador los 
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jueces de circuito; pero de entre los jueces de dis-
trito con vista de los documentos que existen en el 
Ministerio Público para que el nombramiento re-
caiga en sujeto digno. 
Art. 193.—Los Magistrados de los Tribunales 
Superiores serán nombrados de igual modo por el 
Poder Ejecutivo de entre los jueces de circuito, y 
los Magistrados de la Corte Suprema de entre los 
Magistrados de los Tribunales. 
Art. 194.—Por la primera vez para instalar los 
juzgados y tribunales, los nombramientos se harán 
por el Poder Ejecutivo entre los colombianos pro-
fesores de Derecho. 
• 
Art. 195.—La ley determinará el número de 
Magistrados de que deba componerse la Corte Su-
prema y los Tribunales Superiores; pero ninguno 
de ellos contará menos de tres. 
Art. 196.—Son atribuciones de la Corte Supre-
ma fuera de las demás que la ley le asigne: 
19 Conocer de las causas de responsabilidad con-
tra los Ministros Plenipotenciarios y Agentes diplo-
máticos acreditados cerca del Gobierno de la 
Unión en los casos permitidos por el derecho pú-
blico de las Naciones, o designado por leyes o tra-
tados; 
29 Conocer de las causas de responsabilidad con-
tra los Ministros Plenipotenciarios, Agentes diplo-
máticos y Cónsules de la República por mal des-
empeño de sus destinos; 
39 Conocer, en \'irtud de acusación del Procu-
rador General hecha de propio movimiento o por 
resolución de la Cámara de Representantes, de las 
causas de responsabilidad por mal desempeño de 
sus destinos contra los Gobernadores de los Esta-
dos, el Juez Superior de Escrutinios y los escruta-
dores a él adjuntos. 
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§. El Cooperario puede acusar también ante la 
Corte Suprema al Juez Superior de Escrutinios y 
a los escrutadores a él adjuntos. 
49 Declarar, a solicitud del Procurador General, 
cuando el Cooperario se ha excedido en su dere-
cho de censura e imponerle la multa correspon-
diente; 
59 Conocer de los juicios contra el mismo Coo-
perario en los casos de rebelión, traición o deli-
to común; 
69 Conocer de las causas contra los encargados 
del Poder Ejecutivo, contra el Procurador Gene-
ral y demás Secretarios de Estado, y contra los Ma-
gistrados de'la misma Corte Suprema en los casos 
en que, habiendo sido depuestos por el Senado, 
deban ser juzgados por delito a que pueda impo-
nerse pena mayor que la de destitución o inhabili-
dad perpetua para ejercer los mismos destinos; 
79 Conocer de la acusación que se intente con-
tra los Senadores en los casos previstos por el ar-
tículo 122; decretar su suspensión y seguir el jui-
cio hasta pronunciar su absolución o destitución; 
89 Conocer de las causas contra el Presidente, 
Vicepresidente de la República o encargado del 
Poder Ejecutivo por delitos comunes, cuando el 
Senado haya declarado que hay lugar a la forma-
ción de dichas causas conforme al artículo 211; 
99 Decidir en segunda instancia sobre la vali-
dez o nulidad de las leyes de los Estados; 
109 Decidir las cuestiones que se susciten entre 
los Estados, o entre uno o más de ellos y el Go-
bierno de la Unión sobre competencia de facul-
tades, sobre derechos de propiedad o sobre cual-
quier otro asunto; 
119 Conocer de los negocios contenciosos sobre 
presos marítimos o sobre buques nacionales o ex-
tranjeros que hayan contravenido a las disposicio-
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nes legales de la Unión relativas al comercio exte-
rior, a las formalidades que deban observarse en 
los puertos nacionales o en la navegación maríti-
ma o de los ríos; 
129 Conocer de toda controversia en que se ha-
llen interesados uno o más ciudadanos de diferen-
tes Estados o extranjeros, siempre que cualquiera 
de las partes apele de la sentencia pronunciada por 
un Tribunal Superior; 
139 Conocer de las controversias que se susciten 
sobre los contratos o convenios que el Gobierno 
de la Unión celebre con los Estados o con cual-
quier particular o compañía, y en última instan-
cia, de toda cuestión en que deban aplicarse las 
estipulaciones de los traslados hechos con las na-
ciones extranjeras; 
149 Conocer de las controversias que se susciten 
relativas a las comunicaciones interoceánicas que 
existen o se establezcan por el territorio de los Es-
tados de Panamá y Cauca, o a la seguridad del 
tránsito por ellas; 
159 Conocer de todos los negocios contenciosos 
que se refieran a rentas y bienes de la Unión. 
Art. 197.—En todos los casos en que el artículo 
anterior atribuye a la Corte Suprema el conoci-
miento de algún negocio, la ley puede deferirlo 
en primera instancia a los Tribunales Superiores; 
pero la última instancia tendrá siempre lugar an-
te la Corte Suprema. 
Art. 198.—La ley determinará las atribuciones 
de los Tribunales Superiores y de los juzgados in-
feriores. 
Art. 199.—Tanto la Corte Suprema como los 
Tribunales y Juzgados tienen el deber de dar al 
Ministerio Público todos los datos que la ley orde-
ne con relación al movimiento y despacho de los 
negocios civiles y criminales y a las sentencias en 
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ellos dictadas, y de suministrar además al Poder 
Ejecutivo los informes ocasionales que pida sobre 
asuntos contenciosos pendientes que interesen al 
orden interior, a las relaciones internacionales o 
al buen servicio público (a). 
Art. 200.—Las disposiciones de este Pacto y las 
leyes serán aplicadas por los Tribunales y demás 
empleados públicos, atendiendo cuando fuere ne-
cesario a las reglas de justa interpretación y las 
sentencias de la Corte Suprema servirán de norma 
a la misma Corte y demás tribunales para la apli-
cación de dichas leyes en los casos dudosos mien-
tras el Congreso no determine de otro modo el sen-
tido de la disposición legal. 
Art. 201.—No podrá establecerse el juicio por 
jurados sino para aquellas causas como las de abu-
so de la libertad de imprenta en que la ley no pue-
de determinar las pruebas y sea preciso deferir a 
la conciencia del Juez; pero no podrán seguirse 
tales juicios sino en aquellas comarcas de la Re-
pública donde haya poblaciones que cuenten más 
de cien ciudadanos que reúnan los requisitos ne-
cesarios para ser elegidos Diputados, única clase 
de ciudadanos en que puedan sortearse los jura-
dos. 
(a) Para facilitar la administración de justicia en negocios 
que interesa a la clase pobre y a la averiguación de los delitos 
en las comarcas poco habitadas y distantes de los centros de 
población, la ley podría declarar que todos los ciudadanos ve-
cinos del distrito que reúnan las condiciones que la ley exige 
para ser nombrado Senador, son funcionarios de instrucción y 
competentes para conocer de los negocios, civiles, contenciosos 
de reducido valor, pero quedando sujetos a responsabilidad 
ante el Juez ordinario. 
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CAPITULO X 
Responsabilidad de los empleados públicos, dotaciones 
y recompensas. 
SECCIÓN l í 
Responsabilidad. 
Art. 202.—Se exige responsabilidad a los emplea-
dos públicos o por violación de las leyes que los 
constituye criminales o por inhabilidad o desacier-
to en su conducta administrativa. 
Art. 203.—La responsabilidad criminal se exige 
a la generalidad de los empleados por los juzga-
dos y tribunales, en virtud de acusación del Mi-
nisterio Público, de los agentes del Poder Coopera-
tivo o de los particulares; pero al Presidente de la 
Unión, al Vicepresidente, al encargado del Poder 
Ejecutivo, al Procurador General y demás Secre-
tarios de Estado y a los Magistrados de la Corte Su-
prema, sólo puede exigirse la responsabilidad sea 
crimina], sea administrativa, mediante acusación 
interpuesta por la Cámara de Representantes ante 
el Senado. 
Art. 204.—La Cámara de Representantes, sin 
embargo, tiene también la facultad de acusar an-
te el Senado a cualquiera otros empleados públi-
cos y la de requerir a las autoridades competentes 
para qt," les exijan la responsabilidad. 
.\.Ti. 205.—Corresponde al Senado conocer de 
las causas de responsabilidad de cualquiera em-
pleados públicos contra quienes interponga acu-
sación la Cámara de Representantes. 
Art. 206.—Interpuesta una acusación sobre res-
ponsabilidad por la Cámara de Representantes, el 
Senado decide a pluralidad absoluta de votos, si la 
admite o no; y en caso que la admita, queda por 
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el mismo hecho el acusado suspenso de su des-
tino. 
Art. 207.—Admitida una acusación, el Senado 
podrá instruir por sí mismo el proceso o someter 
su instrucción a una comisión de su seno, reser-
vándose la sentencia que será pronunciada en se-
sión pública. 
Art. 208.—La facultad de condenar que tiene el 
Senado en estos juicios se limita a destituir al acu-
sado de su destino, y a lo más, a declararlo inhábil 
para volver a ejercer el mismo destino. 
Art. 209.—Para que haya condenación en estos 
juicios se necesita el voto unánime de las dos ter-
ceras partes de los Senadores que concurran a pro-
nunciar la sentencia. 
Art. 210.—Los que fueren condenados por el 
Senado quedan, sin embargo, sujetos a juicio y 
sentencia ante el tribunal competente si alguno 
de los hechos porque hayan sido juzgados estuvie-
re definido por la ley como delito a que pueda 
imponerse pena mayor que la de destitución e 
inhabilidad para ejercer el mismo destino. 
Art. 211.—El Presidente de la Unión, el Vice-
presidente y en general el que ejerza el Poder 
Ejecutivo es exclusivamente responsable cuando 
incurra en un delito común y cuando, abusando 
de su posición oficial y de la influencia que les da 
su destino, promueva la desobediencia a la Cons-
titución o alguna ley por medios privados; y lo es 
juntamente con el Secretario o Secretarios que au-
toricen sus providencias: 
19 Cuando expida un acto que tenga por obje-
to favorecer los intereses u operaciones de una na-
ción extraña o enemiga de Colombia contra la in-
dependencia o intereses de ésta, o cometer de cual-
quiera otra manera el delito de traición; y 
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29 Cuando por un acto u omisión del Poder Eje-
tivo se viole alguna ley expresa, siempre que ha-
biéndole representado la violación de la ley que 
resulta del acto, persista en la omisión o en la eje-
cución de él. 
Art. 212.—En todos estos casos la Cámara de 
Representantes acusa ante el Senado para el efec-
to de que éste declare si hay lugar a formación 
de causa. Si el Senado así lo decide por pluralidad 
absoluta de votos de los Senadores que concurren 
a la decisión, el acusado queda suspenso de su des-
tino y puesto a disposición de la Corte Suprema 
para su juzgamiento. 
Art. 213.—La ley arreglará el curso que deben 
tener los juicios que se sigan por el Senado y for-
malidades que en ellos deban observarse. 
SECCIÓN 2? 
Dotaciones. 
Art. 214.—Todos los servicios que prestan los 
empleados públicos a la Unión son remunerados 
y la ley les señala un sueldo o derechos eventuales. 
Art. 215.—El Presidente y el Vicepresidente de 
la República gozarán de una dotación; pero cuan-
do ésta sea aumentada o disminuida por la ley, el 
aumento o disminución no favorecerá ni perjudi-
cará a los ciudadanos que estén desempeñando di-
chos destinos, pues no se llevará a efecto sino des-
pués de terminado su período constitucional. 
Art. 216.—La ley fijará cada veinte años una 
suma que del Tesoro público, deba pasarse anual-
mente al Senado, la cual se distribuirá entre los 
Senadores de conformidad con las reglas que es-
ta Corporación establezca. Esta suma no se dis-
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minuirá ni se aumentará durante el curso de los 
veinte años cualquiera que sea el número de 
miembros de que el Senado se componga. 
Art. 217.—Los miembros de la Comisión de 
Hacienda y los demás Representantes gozarán de 
viáticos y de una remuneración por el tiempo que 
duren las sesiones de dicha Comisión y del Con-
greso; ambas sumas serán fijadas por la ley de la 
Unión y pagadas a los miembros de cada dipu-
tación por el Estado que representen. 
Art. 218.—Los sueldos de que gocen el Coope-
rario, los Veedores, los Inspectores y Agentes coo-
peradores serán iguales a las dos terceras partes de 
ios asignados respectivamente al Procurador Ge-
neral, a los Fiscales, a los Agentes fiscales y a los 
Personeros y no tendrán derecho a ninguna otra 
suma con ocasión del desempeño de sus destinos. 
Art. 219.—Los Jueces de distrito y de circuito 
gozarán de derechos eventuales procedentes del 
ejercicio de su destino, que les aseguren la subsis-
tencia con independencia del Tesoro público; y 
además, de-una asignación fija; de ésta recibirán 
la mitad en la misma forma que los demás emplea-
dos públicos; y la otra mitad quedará depositada 
como garantía de la responsabilidad pecuniaria en 
que pueden incurrir, y le será entregada de cinco 
en cinco años. 
Art. 220.—Los sueldos de los Magistrados de los 
Tribunales Superiores y de la Corte Suprema se-
rán cubiertos de preferencia a los demás gastos pú-
blicos y la ley los fijará de manera que el de cada 
uno de los primeros iguale por lo menos a la mi-
tad del sueido asignado al Gobernador del Esta-
do, y el de los segundos a la mitad del asignado 
al Vicepresidente de la Unión. 
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SECCIÓN 3? 
Art. 221.—Con excepción de los empleados del 
orden político, los de todos los demás departamen-
tos administrativos ascenderán de los destinos in-
feriores a los superiores, según sus méritos, aptitu-
des y tiempo de servicio. 
Art. 222.—La ley dictará disposiciones genera-
les mediante las cuales las viudas e hijos menores 
de los empleados civiles y militares y de los ciu-
dadanos que sin ser empleados hayan sacrificado 
su vida o su fortuna por la patria, tengan asegura-
da su subsistencia (a). 
Art. 223.—En el año en que termine cada pe-
ríodo constitucional los diversos Consejos del Se-
nado y en la Cámara de Representantes la Comi-
sión de Hacienda y otra comisión especial de In-
fracción de Constitución y leyes nombrada por 
la Cámara, examinará los actos administrativos del 
Presidente que ha terminado y oyendo cada una 
de ellas, al Cooperario, darán informes al Congre-
so sobre los puntos siguientes: 
19 Si la paz se ha conservado inalterada en la 
República durante todo el período; 
29 Si los gastos públicos se han hecho con regu-
laridad y de conformidad con el Presupuesto cu-
(a) Nada sería más conveniente para esto que establecer lo 
que llaman Montepío civil y Montepío militar con un sistema 
análogo al de las cajas de ahorros, pues así los descuentos que 
se hicieran a los empleados estarían ganando interés para sus 
viudas e hijos. En estas mismas cajas podía el .Gobierno depo-
sitar el sueldo retenido a los Jueces y año por año una suma 
determinada para que gozaran de las ventajas del Montepío lo», 
servidores públicos que no fueran empleados. 
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briéndose íntegramente el servicio del Tesoro; y 
si en vista de dichos informes, a juicio de ambas 
Cámaras, el Magistrado que ha terminado su pe-
ríodo ha llenado las expresadas condiciones, ex-
pedirán un Acto legislativo por el cual se ordene 
poner el retrato de dicho Magistrado en el salón 
de las sesiones del Senado y se le conceda una pen-
sión vitalicia, acumulable a la que le corresponda 
como Senador, igual a la tercera parte del sueldo 
de que haya gozado como Presidente de la Unión. 
DISPOSICIÓN FINAL 
Art. 224.—Este Pacto será sometido a la aproba-
ción de los padres de familia en todos los Estados 
de la Unión, de conformidad con el reglamento 
q u e al efecto expedirá el Consejo de Delegatarios. 
¡LAUS DEO! 
